
 

Doctora, 

JENNY LIZETH JAIMES GRIMALDOS 

JUEZ QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA. 

E. S. D.   

 

ASUNTO: REFORMA DE DEMANDA.  

RADICADO: 54-001-33-33-005-2025-00115-00.  

DEMANDANTE: ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR.  

DEMANDADA: NACION – RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA 

JUDICATURA. 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – CON 

SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

 

ANGIE CAROLINA OROZCO PATIÑO, identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 1.090.178.682, Abogada inscrita con Tarjeta Profesional No. 

639.104 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando como apoderada 

judicial de la señora ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR, mayor de edad e 

identificado con cédula de ciudadanía No. 55.233.477 de Barranquilla,  

según el poder adjunto, por medio del presente escrito me permito presentar 

REFORMA de la demanda de conformidad con el Art. 173 del C.P.A.C.A del 

medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la (i) 

Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura representada por el Dr. 

Jorge Enrique Vallejo Jaramillo en su calidad presidente y en representación 

de la  Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla (EJRLB) y la Unidad de 

Administración de Carrera Judicial. Lo anterior con el fin de que se declare 

la nulidad de la Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024 “Por medio 

de la cual se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial” y la Resolución No. EJR24-1548 del 07 de 

noviembre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición 

contra la Resolución EJR24- 298 del 21 de junio de 2024, corregida por la 

Resolución EJR24-317 del 28 de junio de 2024” y el consecuente 

restablecimiento del derecho en la forma que más adelante se solicitará. 

 

 

I. INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS PARTES 

 

DEMANDANTE: ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 55.233.477 de Barranquilla, quien otorga poder a la Dra. 

ANGIE CAROLINA OROZCO PATIÑO para su representación judicial.  

 

DEMANDADOS: ((i) Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura 

representada por el Dr. Jorge Enrique Vallejo Jaramillo en su calidad 



 

presidente y en representación de la  Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla 

(EJRLB) y la Unidad de Administración de Carrera Judicial.  

 

 

II. FUNDAMENTOS FÁCTICOS  

 

PRIMERO:  Las entidades convocadas llevaron a cabo la convocatoria No. 

27 fin proveer cargos de funcionarios de la rama judicial, a través del IX 

CURSO DE FORMACIÓN JUDICIAL y para ello se llevó a cabo el proceso de 

contratación CM 10 DE 2019.  

 

SEGUNDO: Mediante la Resolución EJR23-349 del 9 de octubre de 2023, mi 

prohijada, la Dra. Angelique Pernett, identificada con la cédula de 

ciudadanía 55.233.477, fue admitida dentro de la Convocatoria No. 27 para 

la provisión de cargos de funcionarios de la rama judicial al IX Curso de 

Formación Judicial Inicial, en el marco del concurso para aspirar a proveer 

en su caso el cargo de Juez Laboral, según consta en el Anexo 1 de dicha 

resolución. 

 
 

TERCERO: En cumplimiento de los requisitos de evaluación 

En su calidad de discente, mi poderdante participó activamente en las 

jornadas de evaluación correspondientes a la subfase general, realizadas los 

días 19 de mayo y 2 de junio de 2024, cumpliendo con las exigencias 

establecidas para la evaluación de su desempeño, de conformidad con el 

cronograma. 

 



 

 

CUARTO: Las condiciones, métodos, contenidos, lecturas y en general todos 

los pormenores de lo que conformarían las jornadas de evaluación de la 

subfase general del IX curso de formación judicial inicial se encontraba en el 

“Syllabus” (PROGRAMA O ESQUEMA DEL CURSO) 

 

 

QUINTO: Mediante resolución EJR24-298 del 21 de Junio de 2024 y el anexo 

de esta, la Dra. Angelique Pernett obtuvo un puntaje final de 781,700, lo que 

resultó en su calificación de “Reprobado” dentro del proceso de formación 

judicial. 

 

 

SEXTO: Dentro del término legal, fue interpuesto por mi representada un 

recurso de reposición contra la resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024 

(UNICO PROCEDENTE), esto a través de la plataforma de “tickets” dispuesto 

por el concurso, y que cierra una vez vencido el termino de interposición de 

estos.  

 

De igual forma la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla aceptó que el recurso 

se interpuso dentro del término y por ende era procedente.  

 
 

SEPTIMO: La Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” unidad del consejo 

superior de la judicatura resolvió mediante resolución N°EJR24-1548 el recurso 

de reposición señalado en hecho anterior, y que tuvo como consecuencia 

la sumatoria de puntos extras en razón a lo siguiente: 



 

 
 

OCTAVO: Conforme lo anterior, la entidad demandada mediante la 

resolución referida decidió lo siguiente: 

 

NOVENO: La anterior resolución fue notificada el día 08 de noviembre de 

2024, pasadas las 9 de la noche: 

 
 



 

DECIMO: Pese a la sumatoria de puntos que dejó a mi prohijada con 790 

puntos de calificación total, sigue estando en estado de reprobada, lo que 

evidentemente afecta de manera tajante sus aspiraciones a proveer un 

cargo de carrera administrativa como lo es el de juez laboral.  

 

DECIMO PRIMERO: Ante la evidente vulneración a los derechos 

fundamentales de la Dra. Angelique Pernett al debido proceso, confianza 

legitima, la buena fe y el acceso a cargos públicos, interpuso acción de 

tutela contra las hoy demandadas el día 15 de noviembre de 2024 la cual le 

correspondió al Juzgado Segundo Administrativo Oral de Cúcuta bajo 

radicado 54001333300220240034100, y donde se pretendió lo siguiente: 

 

 



 

DECIMO SEGUNDO: En primera instancia el despacho referido mediante fallo 

de tutela del 02 de diciembre de 2024 resolvió: 

 

 

DECIMO TERCERO: Pese lo anterior, el fallo de tutela fue impugnado por la 

Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, correspondiéndole el conocimiento al 

Tribunal Administrativo de Norte de Santander, que en fallo del 06 de febrero 

de 2025 resolvió: 

 

 



 

DECIMO CUARTO: Uno de los factores que afectó el desempeño de mi 

prohijada en la fase de evaluación de la Subfase General del “IX Curso de 

Formación Judicial Inicial” fue que las demandas al momento de construir la 

evaluación hicieron algunas preguntas contextualizadas con lecturas que no 

estuvieron dentro de aquellas “Lecturas Obligatorias” del Syllabus o por fuera 

del rango de páginas de las mismas, y que dicha condición fue establecida 

desde un principio en el Syllabus y los Webinar realizados por la Escuela 

Judicial Rodrigo Lara Bonilla.  

 

 

El texto anterior, extraído del Syllabus del curso de formación judicial, 

establece de manera explícita la condición indicada, y haciéndose claridad 

que el mismo texto con diferente rango de páginas se utiliza para resolver 

distintas actividades formativas o de aprendizaje (más no de evaluación 

como si lo dice el párrafo anterior a ese)  

 

DECIMO QUINTO: De igual manera, en el Webinar realizado por la Escuela 

Judicial en su módulo de Justicia Transicional y Justicia Restaurativa el día 29 

de abril de 2024, es decir antes de las fechas de las pruebas, la Doctora 

Rafaela Sayas afirmó en el Minuto 52:30 y S.S que en las evaluaciones no se 

realizaría ninguna pregunta por fuera de las lecturas obligatorias, se adjunta 

enlace de la reunión referida: 

https://www.youtube.com/watch?v=vgR6z2ahvMw  

 

DECIMO SEXTO: En resolución EJR24-1548 del 07 de noviembre de 2024 las 

demandadas indican que:  

“En relación con la aparente inclusión de preguntas consideradas 

estrictamente memorísticas, entendidas como aquellas que exigían una 

coincidencia literal con las lecturas obligatorias o el uso de sinónimos para 

ser respondidas correctamente, resulta necesario aclarar los siguientes 

aspectos. Primero, es preciso destacar que el proceso de diseño y 

formulación de las preguntas se llevó a cabo de manera rigurosa, basándose 

en las lecturas obligatorias correspondientes a la Subfase general. Las 

preguntas no fueron concebidas con el propósito de evaluar exclusivamente 

https://www.youtube.com/watch?v=vgR6z2ahvMw


 

la capacidad de memorización literal. Por el contrario, se estructuraron con 

el fin de medir un amplio espectro de habilidades cognitivas, conforme a lo 

dispuesto en la Taxonomía de Bloom, la cual comprende desde el nivel de 

recordación hasta capacidades superiores como la comprensión, 

aplicación, análisis, síntesis y evaluación. 

 

La memoria, dentro de este marco, constituye un componente esencial del 

proceso cognitivo y del aprendizaje, especialmente en cualquier contexto 

formativo. La recordación, según la Taxonomía de Bloom, representa el nivel 

más elemental del aprendizaje y, a su vez, es la base sobre la cual se 

desarrollan competencias más avanzadas. Sin embargo, esto no implica que 

las preguntas se limitarán a un ejercicio de memorización, ni que su único 

objetivo fuese la repetición literal de información. 

 

El diseño de estas preguntas tuvo como finalidad asegurar que los discentes 

hubieran interiorizado los conceptos fundamentales del programa formativo. 

La capacidad de recordar ciertos elementos textuales es, por tanto, un paso 

preliminar indispensable para poder comprender, aplicar y analizar dichos 

conceptos en situaciones más complejas. De este modo, las preguntas no se 

limitaron a medir la memorización, sino que integraron un enfoque más 

amplio orientado a la evaluación integral de las competencias y destrezas 

necesarias para el adecuado desempeño en el ámbito judicial. 

 

En conclusión, si bien algunas preguntas pudieron percibirse como más 

enfocadas en la memoria, su propósito no se restringía a un ejercicio 

puramente memorístico. Estas preguntas fueron diseñadas dentro de una 

estrategia pedagógica cuyo fin último era garantizar que los discentes no 

solo retuvieran información, sino que fueran capaces de comprenderla y 

aplicarla en diferentes escenarios judiciales, contribuyendo así a una 

evaluación exhaustiva y equitativa de sus competencias” 

 

DECIMO SEPTIMO: Pese a lo anterior, existieron preguntas que no fueron 

corregidas en la resolución del recurso, pero que se encuentran por fuera del 

Syllabus y por otro lado presentan múltiples yerros en su elaboración, en 

contravía de la pedagogía propia del curso y las reglas de “juego” 

Establecidas previamente, dichas preguntas se discriminan a continuación: 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

PROGRAMA PREGUNTA PUNTAJE 

Interpretación judicial y 

estructura de la sentencia  

44 1,25 

Interpretación judicial y 

estructura de la sentencia 

57 1,25 

Interpretación judicial y 

estructura de la sentencia 

80 5 (Es una pregunta con 

valor de 10 puntos de los 

cuales ya mi  representada 

sumó  5) 

Justicia transicional y justicia 

restaurativa 

2 1,25 

Argumentación Judicial y 

valoración probatoria 

47 1,25 

Argumentación Judicial y 

valoración probatoria 

48 1,25 

Argumentación Judicial y 

valoración probatoria 

57 1,25 

Derechos humanos y género 56 1,25 

Derechos humanos y género 63 1,25 

Derechos humanos y género 77 6,25 

Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 

75 6,25 

TOTAL  27,5 

 

DECIMO OCTAVO: De lo anterior se colige, que a falta de 10 puntos para que 

mi prohijada acceda a la subfase especializada, fueron formuladas al menos 

11 preguntas con violación a los acuerdos y contenidos previamente fijados 

por la entidad demandada, que dejan a mi representada con déficit de al 

menos 27,5 puntos que debieron ser sumadas a la nota final debido a la 

impertinencia, errónea formulación y/o contextualización deficiente de las 

preguntas anteriormente reseñadas lo que debió traer su consecuente 

invalidación. 



 

DECIMO NOVENO: Otro hecho grave que se le suma a las falencias de la fase 

evaluativa, es que cuando se resolvió el recurso de reposición interpuesto por 

mi prohijada, algunas de las sustentaciones fueron realizadas por la IA, la cual 

se le dieron instrucciones sesgadas, como se puede ejemplificar en la hoja 74 

de la resolución EJR24-1548: 

 

 Por lo anterior, queda en entredicho que las preguntas fuesen revisadas 

“minuciosamente” por expertos. 

 

 

VIGESIMO: Ahora, con lo anterior no se está atacando la implementación de 

IA, sino los evidentes parámetros sugestivos con el que fue manipulada la 

tecnología para dar apariencia de legalidad a la actuación surtida. Pues 

lastimosamente se muestra que la instrucción dada a la IA fue que se 

enfocara en respaldar post-hoc las respuestas consideradas como 

acertadas por la accionada y no que analizara la pertinencia y procedencia 

de las objeciones propuestas. 

 

Para dimensionar la gravedad del asunto, se tomará el siguiente ejemplo, de 

la IA Claude, en modo pago, que ante la pregunta de qué color es la 

bandera de Colombia, responde: 

 



 

 

 

VIGESIMO PRIMERO: Ahora, para mostrar que la IA no es neutral y que puede 

presentar resultados discriminatorios o sesgados, según las indicaciones que 

se le den, véase lo que sucede cuando se le da una instrucción errada: 

 
 

 



 

VIGESIMO SEGUNDO: A fin de evidenciar las falencias en las que incurrió la 

entidad demandada y las dependencias señaladas en la elaboración de las 

preguntas del concurso de mérito en la fase correspondiente, se recurrió a 

un perito, que realizó con base a la evaluación de mi prohijada un “dictamen 

pericial de recalificación individual para discente evaluado en la Subfase 

General del IX Curso de formación Judicial”  

 

VIGESIMO TERCERO: El perito que rindió el dictamen pericial referido es el Dr. 

Paul William Cifuentes Velásquez el cual cuenta con amplia experiencia en 

temas relacionados a la materia, y que se sintetiza a continuación: 

 

 
  

Lo anterior sin perjuicio de la experiencia que acredita el perito al interior del 

dictamen referido.  

VIGESIMO CUARTO: El dictamen recopiló 5 ítems que cuya estructura 

demostraban un descuido más que evidente en su creación, y como lo 

señala el Dr. Paul Cifuentes al interior de la prueba referida “(...) Los 5 ítems 

que fueron revisados tenían alguna falla por incumplimientos lingüístico-

formales o alguna variación de las etiquetas posibles, bien por criterios 

psicométricos, pragmáticos, por inconvenientes con las fuentes o por una 

falla en los distractores y la clave de respuesta. Lo anterior resulta 

preocupante, ya que la naturaleza del examen exige un proceso de 

evaluación riguroso, en el que cualquier falla de este tipo impone cargas 

cognitivas adicionales e innecesarias a los evaluados. Además, genera un 

alto nivel de indeterminación al momento de buscar la respuesta correcta a 

los ítems. Por otro lado, en 1 ítem, de los 5 que fueron objeto de estudio, la 

actividad evaluativa era de tipo Taller. Esto significa, por tanto, que su tarea 

evaluativa no tendría razón alguna para ser Recordar. Así pues, estos 

problemas, en conjunto, hacen que cada uno de los ítems analizados 

resulten defectuosos e ineficaces para medir las competencias de futuros 

jueces y magistrados” 

VIGESIMO QUINTO:  Al interior del dictamen, se determinó como objeto de 

estudio los siguientes ítems, y se le establece la puntuación que representan: 

 



 

 

Número 
de ítem 

Programa Actividad Puntuación 

44 
Interpretación judicial y 
estructura de la sentencia 

Control de lectura 1,25 

57 
Interpretación judicial y 
estructura de la sentencia 

Control de lectura 1,25 

80 
Interpretación judicial y 
estructura de la sentencia 

Taller 5 

56 Derechos humanos y género Control de lectura 1,25 

75 
Filosofía del derecho e 
interpretación constitucional  

Análisis de casos 6,25 

 

VIGESIMO SEPTIMO: En el mismo sentido, se establecieron otros ítems que 

fueron excluidos por fallos del Tribunal de Armenia, y que fueron analizados 

al interior del dictamen de igual forma.  

Número 
de ítem 

Programa Actividad Puntuación 

2 
Justicia transicional y  
justicia restaurativa 

Control de lectura 1,25 

47 
Argumentación judicial y valoración 
probatoria  

Control de lectura 1,25 

48 
Argumentación judicial y valoración 
probatoria  

Control de lectura 1,25 

57 
Argumentación judicial y valoración 
probatoria  

Control de lectura 1,25 

63 Derechos humanos y género Control de lectura 1,25 

77 Derechos humanos y género Análisis de casos 6,25 

 

VIGESIMO OCTAVO: A partir de los siguientes hechos se traerán a colación las 

preguntas formuladas con contextos y/o lecturas que presentan serias 

deficiencias y descuido en su formulación,  que no fueron adjudicadas como 

acierto a mi representada pese a su impertinencia, violación a los acuerdos 

y al programa pedagógico, así como lo dicho por los mismos formadores de 

la EJRLB, fundamentado todo con apoyo en el dictamen referido en hechos 

anteriores las deficiencias de estas. 

 



 

VIGESIMO NOVENO: INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ANALISIS DE LA SENTENCIA 

PREGUNTA NO. 44, 19 DE MAYO 8 a.m.  a 12 m.  

  

TRIGESIMO: En el dictamen el perito analiza la estructura de la pregunta o 

ítem 44 que pertenece al programa de “Interpretación Judicial y estructura 

de la sentencia” cuya actividad es un control de lectura  y extrae lo siguiente: 

6.1.1. Ítem 44, Interpretación judicial y estructura de la sentencia, control de 

lectura 

 



 

Fallas relacionadas con las fuentes del ítem (verde): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

FUENT_INCOHINDEB_ 
Indebida citación de 

la fuente 

Se afirma en la pregunta que la cita del 

texto corresponde a “Amós Arturo 

Grajales y Nicolás Jorge Negri, Sobre la 

argumentación jurídica y sus teorías”. Sin 

embargo, el texto compartido por el 

mismo autor en la página web 

Academia corresponde a otro título, el 

cual se denomina “La argumentación 

jurídica en las sentencias judiciales” y 

responde a una tesis doctoral. Esta fue 

dirigida por Amós Arturo Grajales. Por 

tanto, la cita no corresponde al texto 

presentado en la pregunta. 

FUENT_INCOHSYLL_ 
Fuente incoherente 

con el syllabus 

Cómo se explicó en la evidencia por 

indebida citación de la fuente, el texto 

no corresponde con una lectura 

obligatoria del programa citado1. 

 

Inconsistencias en los distractores y clave de respuesta (rojo): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

RESP_CLAV+2_ 

Más de una 

respuesta correcta 

posible 

En el contexto, se muestra una cita 

de un texto sobre argumentación 

jurídica. En éste, se ilustra un caso de 

dos derechos fundamentales en 

conflicto. Se manifiesta que, en estos 

casos, el juez no debe solo referir el 

caso a la ley por subsunción 

deductiva sino que, también, debe 

referir la ley al caso mediante 

principios y valoraciones. Solo 

después de esto el juez puede 

someter el caso a la ley por medio 

de la subsunción. La clave del ítem 

fue “construcción normativa”; al 

parecer, el constructor del ítem se 

basó, para considerar está opción 

como clave, en el hecho de que la 

cita del contexto aparece en un 

apartado titulado “construcción 

normativa”. Al examinar con 

detenimiento el texto propuesto se 

encuentra que la opción 

“ponderación” es perfectamente 

 
1 El documento unificado que muestra cuáles eran los textos que se presentaron como obligatorios por parte 
de la EJRLB se puede consultar aquí. 

https://drive.google.com/drive/u/0/folders/1T5v3qprTfxytUFv_PZBlbf0JEUIDbo2F


 

plausible cómo clave. Ello se debe a 

que, particularmente, en el caso 

Colombiano, se aplica, a casos 

como el ilustrado en la cita del 

contexto, la ponderación a través de 

tests constitucionales construidos en 

la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional. 

Incumplimiento de parámetros lingüístico-formales (azul oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

LX_[...]_ Falla de puntuación P2-L10 

Se utilizó un símbolo ortográfico 

que no correspondía a final de 

párrafo. Si bien se entiende que la 

intención del creador del ítem es 

indicarle, al lector, que el texto 

continuaba, la elección de “(…)” 

no resulta conveniente. Bastaba 

con poner puntos suspensivos, o, 

incluso, un punto final para marcar 

límite o cierre oracional, que es, en 

este caso, también el cierre del 

párrafo. 

LX_ORT_ Falla de ortografía 

P1-L1 

Se usó, sin una justificación clara, 

mayúscula inicial para el 

sustantivo común “texto”. Esto va 

en contra de los lineamientos de 

escritura de la RAE, que señala 

que, a los sustantivos comunes 

(como es el caso de “texto”), no 

les asiste mayúscula inicial. 

P1-L2 

No se utilizó, de manera 

adecuada, alguna estrategia 

visual que le hiciera entender al 

lector que “Sobre la 

argumentación jurídica y sus 

teorías” es el título de la obra 

mencionada. A pesar de que ese 

es el título, (1) pareciera que 

“[s]obre” no es parte de la 

temática porque no se le incluyó 

dentro de las cursivas y las 

comillas, y (2) según los 

lineamientos de la RAE, resulta 

redundante utilizar tanto comillas 

como cursivas. Dicho lo anterior, 

se esperaría que el título empiece 

desde “[s]obre” y, además, que se 

utilicen cursivas (o comillas) en 

todo el título. Así: Sobre la 



 

argumentación jurídica y sus 

teorías o “Sobre la argumentación 

jurídica y sus teorías”. 

P2-L1 

En todo P2, hay un uso excesivo y 

desmedido de las cursivas, lo que 

satura visualmente el texto y hace 

que no resulte cómodo en una 

lectura fluida. 

LX_GRAM_ Falla de gramática P2-L1 

La oración que comienza con una 

oración subordinada introducida 

por la conjunción “si…” es un claro 

ejemplo de oración abandonada. 

En efecto, la oración subordinada 

carece de oración principal que 

complete la construcción 

condicional. Dicho de manera 

más sencilla, se enuncia una 

condición, pero, en últimas, no se 

completa la construcción con su 

consecuencia. 

 

Incumplimiento de los parámetros de los que depende el éxito comunicativo (azul 

claro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PRAGM_MAXCAL_ 
Violación a la máxima  

de calidad 

El ítem implica que es verdadera —sin 

que se hubiera hecho una verificación 

cuidadosa— información que es falsa. En 

este caso, como se verá más claramente 

en la argumentación de la etiqueta 

RESP_CLAV+2_, hay más de una respuesta 

correcta posible, aunque el 

planteamiento y la naturaleza misma de 

un ítem presupongan la existencia de solo 

una opción válida. Podrá objetarse que 

quien diseñó el ítem juzgó que existía una 

única opción válida, y que, en esa 

medida, no mintió o no afirmó cosas que 

él mismo consideraba falsas. Ante esta 

situación, dada la exigencia social más 

fuerte y la responsabilidad más vinculante 

de quien diseñaba estos ítems, la 

violación a la máxima de calidad no 

debe entenderse, simplemente, como “el 

enunciador dice cosas que él mismo 

considera falsas o que él mismo no ha 

confirmado", sino, más bien, como "el 

enunciador dice cosas con descuido, sin 



 

verificar con tanto compromiso como le 

corresponde, si son verdaderas o no”. 

PRAGM_MAXMAN_ 
Violación a la máxima  

de manera 

El ítem, en su conjunto, no es tan claro y 

eficaz como debería ser. Las 6 fallas 

lingüístico-formales que se detallaron 

atrás pueden hacer que el lector sienta 

incomodidad al notar, por conocimiento 

propio, este tipo de inconsistencias tan 

graves, sobre todo por el uso excesivo de 

las cursivas. También, puede que 

sospeche, justamente por las fallas de 

escritura, de la solidez o veracidad de 

algunos apartados. 

 

Incumplimiento de criterios psicométricos (púrpura oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PSICOME_6AMBCAPOP 

Presencia de 

elementos 

ambiguos o 

capciosos 

Hay, o bien una ambigüedad, o 

bien una imprecisión, al final del 

enunciado. Al introducir la tarea 

cognitiva que el evaluado debe 

asumir, la redacción propuesta 

puede dar a entender que las 

afirmaciones que siguen pueden 

ser correctas, cuando, en 

realidad, algunas no lo son. De 

hecho, el ítem consiste, 

justamente, en evaluar las 

afirmaciones, y, acto seguido, 

elegir la opción de respuesta que 

presenta, únicamente, las que  

son correctas. 

 

Nivel cognitivo (lavanda claro):  

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

NIVCOG_RECOR_ 
Nivel cognitivo 

recordar 
N/A  

 

TRIGESIMO PRIMERO: En ese mismo sentido, al interior del dictamen se hizo 

una formalización lógica de los razonamientos para invalidar el ítem 44 : 

6.1.1.1 Dictamen del Ítem 44, Interpretación judicial y estructura de la sentencia, 

control de lectura 

Siguiendo la exposición que se hizo en el marco teórico y en el metodológico del 

concepto de causalidad y sus distintas formas según los criterios de necesidad y 

suficiencia (causas únicas, causas contributivas y causas contributivas asimétricas), 



 

es posible demostrar, desde varios ángulos, la invalidez de este ítem. La Tabla 7 

formaliza y resume las relaciones lógicas que legitiman la solicitud de invalidación. 

Por su parte, los párrafos siguientes explicitan, en lenguaje natural, estos 

razonamientos. 

Tabla 7: Formalización lógica de los razonamientos para invalidar el ítem 44 

  PROPOSICIÓN LÓGICA 
FORMALIZACIÓN LÓGICA DE LA 

CONSECUENCIA 

Z 
z : El ítem es válido para evaluar aquello 

que pretende evaluar en el programa. 
N/A 

p 

p2 : Las posibilidades de interpretación y 

aplicación de la(s) fuente(s) permiten dos o 

más respuestas válidas. 

p2 → ¬z 

q 

q1 : La(s) fuente(s) en las que se basa el ítem 

están por fuera de las lecturas obligatorias 

del syllabus. 

q1 → ¬z 

q 

q3 : La(s) fuente(s) del ítem son deficientes 

por alguna razón demostrable (redacción, 

vaguedad, contenido desactualizado, 

etc.). 

(q3 ∧r(x6) ∧ s6 ∧ t2) → t4 

r 

rn : La textualización del ítem incluye varias 

de las cinco posibles fallas lingüístico-

formales. 

s 

s6 : El ítem en el contexto, enunciado u 

opciones de respuesta contiene elementos 

ambiguos o capciosos. 

t 

t2 : El ítem incurre en la violación a la 

máxima 

de calidad. 

t 

t4 : El ítem incurre en la violación a la 

máxima  

de manera. 

t4 → ¬z 

De las cinco categorías de análisis que constituían fallas, la categoría relacionada 

con la clave de respuesta (p, en la tabla anterior) es, en cualquiera de sus siete 

posibilidades o etiquetas suficiente para sostener que el ítem NO es válido (¬z). En 

este caso, el ítem se puede invalidar porque, siguiendo las fuentes en las que se 

basa, habría dos o más respuestas válidas (p2 → ¬z). 

Son también suficientes para invalidar un ítem algunas etiquetas de la categoría de 

evaluación de fuentes, a saber, las etiquetas relacionadas con fuentes incoherentes 

por no figurar en los syllabus (q1) y fuentes irrelevantes por ocuparse de temáticas 

no relacionadas con el programa (q2). Desde esta perspectiva, el ítem se puede 

invalidar porque se basa en una fuente o lectura que no se presentaba, como 

obligatoria, en los planes de estudio (q1 → ¬z). 



 

Finalmente, aunque insuficientes de manera individual, la etiqueta de fallas en la 

fuente (q3), las seis etiquetas de fallas lingüístico-formales (r(x6)), la etiqueta de 

incumplimiento de un parámetro psicométrico (s6) y la etiqueta por violación a la 

máxima de calidad (t2) pueden, como causas contributivas, acumularse y 

agruparse con una conjunción (q3 ∧r(x6) ∧ s6 ∧ t2) para producir la falla pragmática por 

violación a la máxima de manera (q3 ∧r(x6) ∧ s6 ∧ t2) → t4. Por ello, de manera razonable, 

este ítem podría invalidarse si se considera que incurre en la falla por la violación a 

la máxima de manera: t4 → ¬z. 

 

TRIGESIMO SEGUNDO:  INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ANALISIS DE LA SENTENCIA 

PREGUNTA NO. 57, 19 DE MAYO 8 a.m.  a 12 m 

 

 

 

 

TRIGESIMO TERCERO: En el dictamen el perito realizó un análisis del Ítem 57 del 

programa de “Interpretación Judicial y análisis de la sentencia” cuya 

actividad es control de lectura y extrae lo siguiente:  

 



 

6.1.2. Ítem 57, Interpretación judicial y estructura de la sentencia, control de lectura 

 

Fallas relacionadas con las fuentes del ítem (verde): 

Código Etiqueta Evidencia 

FUENT_IRRECAL_ 
Fuente irrelevante por 

baja calidad 

Su calidad es cuestionable, puesto que 

no es una fuente primaria en el campo 

de la argumentación jurídica. 

FUENT_INCOHINDE_ 
Fuente con indebida 

citación 

Se afirma en la pregunta que la cita del 

texto corresponde a “Amós Arturo 

Grajales y Nicolás Jorge Negri, Sobre la 

argumentación jurídica y sus teorías”. Sin 

embargo, el texto compartido por el 

mismo autor en la página web Academia 

corresponde a otro título, el cual se 

denomina “La argumentación jurídica en 

las sentencias judiciales” y responde a 

una tesis doctoral. Esta fue dirigida por 

Amós Arturo Grajales. Por tanto, la cita no 

corresponde al texto presentado en la 

pregunta. 

FUENT_INCOHSYLL_ 

La fuente no se 

encontraba en las 

lecturas obligatorias 

Al no corresponder de manera correcta 

la cita de la referencia bibliográfica que 

está en el syllabus, se genera una 

incoherencia con la verdadera fuente2. 

 

 
2 El documento unificado que muestra cuáles eran los textos que se presentaron como obligatorios por parte 
de la EJRLB se puede consultar aquí. 

https://drive.google.com/drive/u/0/folders/1T5v3qprTfxytUFv_PZBlbf0JEUIDbo2F


 

Inconsistencias en los distractores y clave de respuesta (rojo): 

Código Etiqueta Evidencia 

RESP_INDETLX_GEN_ 

Indeterminación de 

clave debido a fallas 

lingüístico -

comunicativas 

El contexto expone una cita de Grajales y 

Negri que explica las ideas de Robert 

Alexy sobre la ponderación. Sin embargo, 

en éste, se han usado fragmentos del 

texto original que se han unido de una 

manera particular con el fin de evitar 

mostrar pasajes que den cuenta de la 

respuesta del ítem. Si bien esto es algo 

usual en la construcción de ítems, el 

resultado, en esta caso, fue un texto que 

adolece de secuencias textuales 

inconexas. Igualmente, brilla por su 

ausencia, el uso de conectores que 

dieran más sentido al texto. Por su parte, 

el enunciado, que pide completar una 

frase con base en el contexto, es confuso 

al no usar un referente claro; ello se 

aprecia en el segmento "en los que 

existiera un empate", en donde no se 

sabe el escenario en el que ese "empate" 

debe ocurrir. Por otro lado, hay 

distractores cuya interpretación es difícil 

dada su oscuridad. Tal es el caso de la 

opción "la decisión de dar prioridad al 

principio que tiene una mayor relevancia 

social", en la cual no se especifica el 

sujeto de la oración ni el verbo principal. 

En consecuencia de todo lo anterior, 

debido a fallas lingüístico-comunicativas, 

es imposible encontrar una clave 

plausible. 

 

Incumplimiento de parámetros lingüístico-formales (azul oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

LX_[...]_ Falla de puntuación P1-L2 

No se marcaron las comas que 

indican que la frase “explicando 

las ideas de Alexy” es un 

modificador universal (o sea, un 

inciso explicativo). Este fragmento, 

efectivamente, se refiere a una 



 

característica, propiedad o 

atributo que aplica a todo el 

conjunto “Según Grajales y Negri”. 

Así pues, debía marcarse con una 

coma de apertura y otra de 

cierre, ya que estas comas 

diferencian a los modificadores 

universales de los modificadores 

restrictivos, que no  

llevan comas. 

P1-L5 

No se marcó, antes de la 

conjunción o nexo “y”, un punto y 

coma que ayudaría a que la 

oración sea más clara. Aun así, la 

construcción, en sí misma, es 

confusa. Después del texto citado, 

el lector puede perder, 

fácilmente, el sujeto, aquello de lo 

que se “concreta” algo. Por ello, 

habría sido mejor que, después de 

la cita textual, se especificara, de 

nuevo, el sujeto. 

P4-L2 

No se marcó el punto final para el 

límite o cierre oracional. La 

oración “la decisión de dar 

prioridad…” se presenta sin un 

punto, requerido para indicar que 

la oración 

ya concluyó. 

LX_ORT_ Falla de ortografía P1-L6 

No convenía cerrar las comillas 

para luego volver a abrirlas. En 

este caso, se pudieron presentar 

dos situaciones. 1: el fragmento 

que inicia desde “cuanto mayor 

es el grado…” hasta 

“…evidentemente falsas” hacía 

parte de una misma cita textual. 

En tal caso, haber cerrado y luego 

abierto las comillas, en definitiva, 

no convenía. 2: el fragmento que 

inicia desde “cuanto mayor es el 

grado…” hasta “…fórmula del 

peso” y el apartado que inicia 

desde “[en] cuanto a la…” hasta 

“…evidentemente falsas” son citas 

textuales de diferentes secciones. 

Aun así, en ese caso, se esperaría 

la presencia de corchetes 

cuadrados (o paréntesis) con tres 

puntos en medio ([…]). De esta 



 

forma, se daría a entender que se 

está pasando de una zona del 

texto a otra. 

P3-L1 

P4-L1 

P5-L1 

P6-L1 

No se usó, a pesar de tratarse del 

inicio de una oración después de 

dos puntos, la mayúscula inicial. En 

efecto, cuando se abre una 

oración después de dos puntos, es 

esperable el uso de la mayúscula 

inicial. 

LX_DISPINFORM_ 

Falla por inadecuada 

disposición de 

información 

Se sobrecargó, con todos los pormenores 

bibliográficos, el paréntesis en el que se 

presentan las coordenadas referenciales 

de la fuente. Bastaba precisar el año y el 

número de página(s) de la cita textual 

que se introduce después de “Según 

Grajales y Negri”. Pese a ello, el creador 

del ítem incluyó, en un lugar inadecuado, 

el título de la obra. Este, sin embargo, 

resultaba más conveniente al final de la 

cita, en este caso, al final del párrafo 

entero que constituye el contexto del 

ítem. 

LX_GRAM_ Falla de gramática 

P2-L1 

Se usó una expresión deíctica sin 

referente claro. El lector tiene que 

añadir, para poder comprender 

de manera adecuada el texto, el 

referente "casos”. Dicho esto, se 

esperaría que la construcción se 

hubiera hecho así: "en los casos 

en los que existiera un empate". 

P4-L2 

La oración que comienza con “la 

decisión de dar prioridad…” es un 

claro ejemplo de oración 

abandonada. En efecto, el sujeto 

extenso, encabezado por “la 

decisión de dar prioridad…”, 

carece de verbo y, por tanto, de 

predicado. Dicho de manera más 

sencilla, se enuncia alguien/algo 

de quien se va a hablar (el sujeto), 

pero, en últimas, no se dice nada 

de ese alguien/algo (o sea, no 

hay predicado). 

 

Incumplimiento de los parámetros de los que depende el éxito comunicativo (azul 

claro): 

Código Etiqueta Evidencia 



 

PRAGM_MAXCAL_ 

Violación de la 

máxima  

de calidad 

El enunciado del ítem presentó, como 

verdadera, información falsa. Cuando se 

dice “A partir del texto enunciado”, se da 

a entender que la tarea cognitiva tendrá 

que ver con lo que se menciona en el 

contexto. Sin embargo, este no es el caso, 

pues la tarea del ítem, aunque confusa, 

habla acerca de pesos idénticos entre 

dos principios, lo que se esperaría que se 

pueda solucionar con la información 

brindada en el contexto. 

PRAGM_MAXREL_ 

Violación de la 

máxima  

de relación 

La relación entre el contexto y el 

enunciado del ítem, aunque existente, es 

engañosa o induce a desconfianza. En el 

contexto, se hace una exposición de la 

afectación de los principios y el peso 

abstracto. Sin embargo, solo se 

menciona, superficialmente, este último 

elemento. En este, sólo se dice que hay 

un peso leve, medio e intenso. Ahora 

bien, cuando se llega al enunciado, a 

pesar de decir “A partir del texto 

enunciado”, se pasa a hablar del peso 

de dos principios idénticos, lo que genera 

sospechas al momento de entender la 

relación entre ambos elementos. 

PRAGM_MAXMAN_ 

Violación de la 

máxima  

de manera 

El ítem, en su conjunto, no es tan claro y 

eficaz como debería ser. Por un lado, se 

viola la máxima de cantidad y la máxima 

de relevancia, lo que supone que la 

información del ítem no se presenta de 

una forma óptima. Por otro lado, las 12 

fallas lingüístico-formales que se 

detallaron atrás pueden hacer que el 

lector se confunda mientras lee; que 

sienta incomodidad al notar, por 

conocimiento propio, este tipo de 

inconsistencias; o que sospeche, 

justamente por las fallas de escritura, de 

la solidez o veracidad de algunos 

apartados. Además, la tarea evaluativa, 

al ser extremadamente oscura y difícil de 

comprender, obliga al discente a realizar 

un sobresfuerzo cognitivo para poder 

entender el ítem. 

 



 

Incumplimiento de criterios psicométricos (púrpura oscuro): 

Código Etiqueta Evidencia 

PSICOME_3FORMOP 

Forma lingüística 

inadecuada para 

las opciones de 

respuesta 

Las construcciones que, luego, 

determinan las opciones de 

respuesta son, en su 

verbalización, dispares entre sí. 

Las opciones 1 (P3), 3 (P5) y 4 (P6) 

son oraciones plenas con sujeto y 

predicado, mientras que la 

opción 2 (P4) es una frase 

nominal con una oración 

subordinada relativa. 

Adicionalmente, las tres 

oraciones plenas, también, son 

dispares entre sí. Lo anterior, en 

últimas, puede hacer que el 

lector se confunda mientras lee; 

que sienta incomodidad al notar, 

por conocimiento propio, este 

tipo de inconsistencias; o que 

sospeche, justamente por la 

disparidad en las respuestas, de 

la solidez o veracidad de algunas 

de ellas. 

PSICOME_6AMBCAPOP 

Presencia de 

elementos 

ambiguos o 

capciosos 

Hay, o bien una ambigüedad, o 

bien una imprecisión, al comienzo 

en el enunciado. Al introducir la 

tarea cognitiva, se espera que el 

evaluado interprete que debe 

dar solución a un caso no 

presentado en el contexto. Con 

todo, como se argumentó en las 

violación a las máximas no solo la 

presentación de la tarea 

cognitiva resulta confusa, sino 

que, también, la información del 

contexto no se relaciona con lo 

que se pide en el enunciado.. 

 



 

Nivel cognitivo (lavanda claro):  

Código Etiqueta Evidencia 

NIVCOG_COMP_ 
Nivel cognitivo 

comprender 
N/A 

 

TRIGESIMO CUARTO: En el dictamen se realizó una formalización lógica de 

razonamientos para invalidad el ítem 57: 

6.1.2.1. Dictamen del Ítem 57, Interpretación judicial y estructura de la sentencia, 

control de lectura 

Siguiendo la exposición que se hizo en el marco teórico y en el metodológico del 

concepto de causalidad y sus distintas formas según los criterios de necesidad y 

suficiencia (causas únicas, causas contributivas y causas contributivas asimétricas), 

es posible demostrar, desde varios ángulos, la invalidez de este ítem. La Tabla 8 

formaliza y resume las relaciones lógicas que legitiman la solicitud de invalidación. 

Por su parte, los párrafos siguientes explicitan, en lenguaje natural, estos 

razonamientos. 

Tabla 8: Formalización lógica de los razonamientos para invalidar el ítem 57 

  PROPOSICIÓN LÓGICA 
FORMALIZACIÓN LÓGICA DE LA 

CONSECUENCIA 

Z 
z : El ítem es válido para evaluar aquello que 

pretende evaluar en el programa. 
N/A 

p 

p5 : Las posibilidades de interpretación y 

aplicación del ítem permiten una clave de 

respuesta indeterminada por fallas 

comunicativas. 

p5 → ¬z 

q 

q1 : La(s) fuente(s) en las que se basa el ítem 

están por fuera de las lecturas obligatorias 

del syllabus. 

q1 → ¬z 

q 

q3 : La(s) fuente(s) del ítem son deficientes 

por alguna razón demostrable (redacción, 

vaguedad, contenido desactualizado, etc.). 

(q3 ∧ q4 ∧ r(x12)) → ¬z  

q4 : La(s) fuente(s) en las que se basa el ítem 

se 

citan indebidamente. 

r 

rn : La textualización del ítem incluye varias 

de las cinco posibles fallas lingüístico-

formales. 

s 

s3 : Alguna(s) opción(es) de respuesta del 

ítem son inadecuada(s) por su forma 

lingüística. 

(s3 ∧ s6 ∧ t2 ∧ t3 ∧ r(x12)) → t4 



 

s6 : El ítem, en el contexto, enunciado u 

opciones de respuesta, contiene elementos 

ambiguos o capciosos. 

t 

t2 : El ítem incurre en la violación a la máxima 

de calidad. 

t3 : El ítem incurre en la violación a la máxima 

de relación. 

t 
t4 : El ítem incurre en la violación a la máxima  

de manera. 
t4 → ¬z 

De las cinco categorías de análisis que constituían fallas, la categoría relacionada 

con la clave de respuesta (p, en la tabla anterior) es, en cualquiera de sus siete 

posibilidades o etiquetas suficiente para sostener que el ítem NO es válido (¬z). En 

este caso, el ítem se puede invalidar porque, siguiendo las fuentes en las que se 

basa, permite una clave de respuesta indeterminada por fallas comunicativas (p5 

→ ¬z). 

Son también suficientes para invalidar un ítem algunas etiquetas de la categoría de 

evaluación de fuentes, a saber, las etiquetas relacionadas con fuentes incoherentes 

por no figurar en los syllabus (q1) y fuentes irrelevantes por ocuparse de temáticas 

no relacionadas con el programa (q2). Desde esta perspectiva, el ítem se puede 

invalidar porque se basa en una fuente o lectura que no se presentaba, como 

obligatoria, en los planes de estudio (q1 → ¬z). 

Aunque insuficientes de manera individual, las etiquetas por fallas en la fuente (q3 ∧ 

q4) y las doce etiquetas de fallas lingüístico-formales (r(x12)) pueden, como causas 

contributivas, acumularse y agruparse con una conjunción (q3 ∧ q4 ∧ r(x12)) para, 

eventualmente, producir el efecto de invalidez del ítem. Así pues, de manera 

razonable, este ítem también podría invalidarse (q3 ∧ q4 ∧ r(x12)) → ¬z. Por otro lado, 

hay dos etiquetas por incumplimientos psicométricos (s3 ∧ s6), dos violaciones a las 

máximas de comunicación (t2 ∧ t3) y doce fallas lingüístico-formales que, aunque son 

insuficientes individualmente, se pueden acumular y agrupar en una conjunción (s3 
∧ s6 ∧ t2 ∧ t3 ∧ r(x12)) para podría producir el efecto de la violación a la máxima de 

manera (s3 ∧ s6 ∧ t2 ∧ t3 ∧ r(x12)) → t4. Por ello, de manera razonable, este ítem podría 

invalidarse si se considera que incurre en la falla por la violación a la máxima de 

manera: t4 → ¬z. 

 

 

 

 

 

 

 
 

 



 

TRIGESIMO QUINTO: INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ANALISIS DE LA SENTENCIA 

PREGUNTA NO. 80, 19 DE MAYO 8 a.m.  a 12 m 

 

 

TRIGESIMO SEXTO: En el dictamen, el perito hizo un análisis del ítem 80 

perteneciente al programa de “Interpretación judicial y análisis de la 

sentencia” cuya actividad es taller y extrae lo siguiente: 



 

6.1.3. Ítem 80, Interpretación judicial y estructura de la sentencia, taller 

 

Fallas relacionadas con las fuentes del ítem (verde): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

FUENT_INCOHSYLL 
Fuente incoherente 

con el syllabus 

La fuente de información no se 

especifica claramente. Sin embargo, el 

ítem copia, sin citar, del texto de Nicolás 

Jorge Negri, titulado; “Epistemología 

jurídica: Los saberes del derecho en el 

Siglo XXI”. Este texto no hizo parte de las 

lecturas obligatorias del programa. Esto 

es mucho más grave, si se tiene en 

cuenta que éste ítem consistió en 

completar de manera exacta un texto 

que el discente ni siquiera conoció3. 

 
3 El documento unificado que muestra cuáles eran los textos que se presentaron como obligatorios por parte 
de la EJRLB se puede consultar aquí. 

https://drive.google.com/file/d/1NxBCVPvUxcFSTfNlE5jv7eVbYIQ9G_KF/view


 

FUENT_INCOHINDEB_ 

Fuentes incoherentes 

por indebida 

referenciación 

En este ítem, en el contexto no se realizó 

ninguna referencia al nombre de la 

fuente, ni del autor. Esto no le permite al 

discente tener mayores elementos 

acerca de la pregunta que se le va a 

realizar. La citación de la fuente, en este 

ítem es de gran importancia dado que la 

tarea cognitiva consistió en completar un 

párrafo de manera exacta; es decir, tal 

como estaba en un texto que el discente 

ni siquiera conoció. 

 

Inconsistencias en los distractores y clave de respuesta (rojo): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

RESP_CLAV+2_ 
Más de una respuesta 

correcta posible 

En el contexto del ítem, se habla de la 

obligación de argumentar las decisiones 

judiciales. Por su parte, la tarea cognitiva 

propuesta por el enunciado, la cual 

puede deducirse aunque no es explícita, 

consiste en completar los espacios en 

blancos dispuestos en un texto que 

continúa elaborando la idea expuesta 

en el contexto. No obstante, aunque los 

dos primeros espacios se completan con 

dos de los distractores de manera plena 

y coherente, los dos últimos espacios 

pueden llenarse de manera diferente 

aunque válida; es decir, existe otra 

opción de respuesta posible. La 

expresiones “exposición de la decisión” y 

“justificación de la decisión” pueden 

ubicarse indistintamente en cualquiera 

de los espacios en blancos. Si bien la 

ubicación de las expresiones 

corresponde al lugar que estas tienen en 

el texto original, intercambiar sus lugares 

no conlleva un cambio que altere el 

sentido general del texto; la idea se 

mantiene intacta, dado que las tareas 

que se desarrollan en todo proceso de 

aplicación del derecho, descritas en 

texto que se debe completar, no 

conllevan a una jerarquía rígida en su 

enunciación. Así, la otra opción válida 

de respuesta sería: “Por lo tanto, en todo 

proceso de aplicación del derecho se 

desarrollan ambas tareas, la de 

elaboración y la de justificación de la 

decisión, la de búsqueda y exposición 



 

de la decisión”. Asimismo, es necesario 

recordar que aunque, no se hace 

explícita la tarea cognitiva en el 

enunciado, lo coherente con la 

naturaleza evaluativa de la prueba sería 

que se completaran los espacios en 

blanco con opciones que le brinden 

sentido al texto y no hacerlo por medio 

de un ejercicio memorístico que reduzca 

al ítem al nivel cognitivo más elemental, 

el de recordar. 

RESP_INVAL.LX_DISTR_ 

Distractores 

descartables 

(por su forma 

lingüística) 

En las opciones dispuestas para resolver 

la tarea cognitiva propuesta en el 

enunciado, la clave “ordenamiento 

jurídica” presenta un error por 

incoherencia de género gramatical 

entre sustantivo y adjetivo. Esto hace 

que el discente llegue a dudar 

fuertemente de esa opción de respuesta 

o la descarte de plano. 

 

Incumplimiento de parámetros lingüístico-formales (azul oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

LX_[...]_ Falla de puntuación 

P1-L2 

No se marcó la coma antes de 

“aplicando” para indicar que 

toda la construcción con gerundio 

es explicativa o incidental, o sea, 

información adicional que se 

añade a algo ya mencionado. 

Según los lineamientos de escritura 

de la RAE, estas construcciones 

explicativas o incidentales 

encabezadas por un gerundio 

deben separarse con una coma. 

Así, se le comunica al lector que lo 

que viene después es una 

ampliación del contenido 

principal ya expresado. Con lo 

anterior, se facilita la comprensión 

y se mejora la legibilidad. 

P1-L4 

No se marcaron las comas que 

indican que la frase “a las partes y 

a la sociedad” es un modificador 

universal (o sea, un inciso 

explicativo). Este fragmento, 

efectivamente, se refiere a una 

característica, propiedad o 

atributo que aplica a todo el 

conjunto “La obligación de 



 

argumentar estas decisiones es 

esencial para garantizar su 

legitimidad, ya que permite 

comprender las razones que 

sustentan el fallo […]”. Así pues, 

debía marcarse con una coma de 

apertura y otra de cierre, ya que 

estas comas diferencian a los 

modificadores universales de los 

modificadores restrictivos, que no 

llevan comas. 

LX_REG_ Falla de registro 

La expresión “donde” es más adecuada 

en contextos coloquiales o 

conversacionales. En este caso, puede 

evitarse sustituyendo el adverbio de lugar 

por un relativo precedido de la 

preposición correspondiente. 

LX_GRAM_ Falla de gramática 

Hay una discordancia entre 

“ordenamiento” y “jurídica”. El primero, 

un sustantivo masculino; el segundo, un 

adjetivo femenino. Es español se debe 

concordar el adjetivo con el sustantivo 

que acompaña.  

 

Incumplimiento de los parámetros de los que depende el éxito comunicativo (azul 

claro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PRAGM_MAXCANT_ 
Violación a la  

máxima de cantidad 

El contexto y el enunciado del ítem 

superan las 160 palabras, un número que 

empieza a rozar el exceso verbal. Podría 

argumentarse que toda esta información 

es requerida por la naturaleza del ítem. 

Sin embargo, tanto el caso planteado en 

el contexto como las afirmaciones del 

enunciado pudieron haberse expresado 

de manera más sintética y directa. 

PRAGM_MAXCAL_ 
Violación a la  

máxima de calidad 

El ítem implica que es verdadera —sin 

que se hubiera hecho una verificación 

cuidadosa— información que es falsa. En 

este caso, como se verá más claramente 

en la argumentación de la etiqueta 

RESP_CLAV+2_, hay más de una opción 

de respuesta que pueda considerarse 

válida, aunque el planteamiento y la 

naturaleza misma de un ítem 

presupongan la existencia de una opción 

válida. Podrá objetarse que quien diseñó 

el ítem juzgó que sí había una única 

opción válida, y que, en esa medida, no 



 

mintió o no afirmó cosas que él mismo 

consideraba falsas. Ante esta situación, 

dada la exigencia social más fuerte y la 

responsabilidad más vinculante de quien 

diseñaba estos ítems, la violación a la 

máxima de calidad no debe entenderse, 

simplemente, como “el enunciador dice 

cosas que él mismo considera falsas o 

que él mismo no ha confirmado", sino, 

más bien, como "el enunciador dice 

cosas con descuido, sin verificar con 

tanto compromiso como le corresponde, 

si son verdaderas o no”. 

PRAGM_MAXMAN_ 
Violación a la  

máxima de manera 

El ítem, en su conjunto, no es tan claro y 

eficaz como debería ser. Los espacios en 

blanco, propios de la naturaleza del ítem, 

no se encuentran acompañados de la 

información suficiente, en términos de 

cantidad, para responder 

acertadamente. A saber, los sintagmas u 

oraciones que rodean los espacios en 

blanco pueden considerarse limitados 

para, precisamente, responder a la tarea 

cognitiva exigida por  

el enunciado. 

 

Incumplimiento de criterios psicométricos (púrpura oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PSICOME_1INFOCONTX 

Cantidad 

inadecuada de 

información en el 

contexto y 

enunciado del ítem 

El contexto presenta información 

irrelevante. Puede decirse, a la luz de la 

información que luego se plantea en el 

enunciado, que casi todo el contexto 

carece de importancia y que su 

contenido es, desde esa perspectiva, 

confuso e inconexo. 

PSICOME_3FORMOP 

Forma lingüística 

inadecuada para las 

opciones de 

respuesta 

Dos de los espacios en blanco pueden 

rellenarse con base en conocimientos 

tácitos del funcionamiento del español, 

y no con base en conocimientos o 

competencias positivas relacionadas 

con el tema que se pretende evaluar. 

En particular, el primer espacio exige, 

por pura normativa lingüística, un 

sustantivo singular masculino, debido al 



 

uso del artículo definido singular 

masculino en la construcción "del". En 

el segundo espacio, se exige, por pura 

normativa lingüística, un sustantivo 

plural masculino, debido al uso del 

artículo definido plural masculino "los". 

Así, el evaluado, en ambos casos, pasa 

de 4 palabras posibles a una única 

posibilidad (“ordenamiento jurídica 

[sic]” y “tribunales superiores”, 

respectivamente). 

 

Nivel cognitivo (lavanda claro):  

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

NIVCOG_RECOR_ 
Nivel cognitivo 

recordar 

Como se puede ver, el ítem consiste en 

un texto copiado y pegado literalmente 

de alguna fuente de información, al cual 

se le retiran una serie de palabras, con el 

fin de que el evaluado lo complete. Las 

claves de respuesta (respuestas 

correctas) que se admiten son 

únicamente aquellas que completaban 

literalmente el párrafo en la lectura 

original. Ni si quiera se contempló la 

posibilidad de que otras palabras 

completaran gramatical y hasta 

semánticamente el texto de manera 

correcta. Por supuesto, haciendo un 

cotejo entre la complejidad de la tarea 

cognitiva en estos ítems y la formulación 

de la actividad evaluativa, se identifica 

una total insuficiencia de cara las 

necesidades de la última. 

 

 

 

TRIGESIMO SEPTIMO: En el dictamen se hizo una formalización  lógica de los 

razonamientos para invalidar el Ítem 80:  

6.1.3.1. Dictamen del Ítem 80, Interpretación judicial y estructura de la sentencia, 

taller 

Siguiendo la exposición que se hizo en el marco teórico y en el metodológico del 

concepto de causalidad y sus distintas formas según los criterios de necesidad y 

suficiencia (causas únicas, causas contributivas y causas contributivas asimétricas), 

es posible demostrar, desde varios ángulos, la invalidez de este ítem. La Tabla 9 

formaliza y resume las relaciones lógicas que legitiman la solicitud de invalidación. 



 

Por su parte, los párrafos siguientes explicitan, en lenguaje natural, estos 

razonamientos. 

Tabla 9: Formalización lógica de los razonamientos para invalidar el ítem 80 

  PROPOSICIÓN LÓGICA FORMALIZACIÓN LÓGICA DE LA CONSECUENCIA 

Z 
z : El ítem es válido para evaluar aquello que 

pretende evaluar en el programa. 
N/A 

p 

p2 : Las posibilidades de interpretación y aplicación 

de la(s) fuente(s) permiten dos o más respuestas 

válidas. 

p2 → ¬z 

p7 : Las posibilidades de interpretación y aplicación 

del ítem ofrecen distractores descartables por su 

forma lingüística. 
p7 → ¬z 

q 
q1 : La(s) fuente(s) en las que se basa el ítem están 

por fuera de las lecturas obligatorias del syllabus. 
q1 → ¬z 

q 
q4 : La(s) fuente(s) en las que se basa el ítem se 

citan indebidamente. 

(q4 ∧ r(x5) ∧ s1 ∧ s3 ∧ t1 ∧ t2) → t4 

r 
rn : La textualización del ítem incluye varias de las 

cinco posibles fallas lingüístico-formales. 

s 

s1 : La cantidad de contenido en el ítem es 

inadecuada. 

s3 : Alguna(s) opción(es) de respuesta del ítem son 

inadecuada(s) por su forma lingüística. 

t 

t1 : El ítem incurre en la violación a la máxima 

de cantidad. 

t2 : El ítem incurre en la violación a la máxima 

de calidad. 

t 
t4 : El ítem incurre en la violación a la máxima  

de manera. 
t4 → ¬z 

u u3 : La actividad evaluativa del ítem es de taller. 
u3 ∧ v1 → ¬z 

v v1 : La tarea evaluativa del ítem es recordar. 

De las cinco categorías de análisis que constituían fallas, la categoría relacionada 

con la clave de respuesta (p, en la tabla anterior) es, en cualquiera de sus siete 

posibilidades o etiquetas suficiente para sostener que el ítem NO es válido (¬z). En 

este caso, el ítem se puede invalidar porque, siguiendo las fuentes en las que se 

basa, habría dos opciones correctas (p2 → ¬z) y opciones de respuesta descartables 

por su forma lingüística (p7 → ¬z). 

También, aunque insuficientes de manera individual, la etiqueta por fallas en la 

fuente (q4), las cinco etiquetas de fallas lingüístico-formales (r(x5)), las fallas por 

incumplimientos psicométricos (s1 ∧ s3), la etiqueta de violación a la máxima de 

cantidad (t1) y la etiqueta de violación a la máxima de calidad (t2), lo que podría 

producir el efecto de la violación a la máxima de manera (q4 ∧ r(x5) ∧ s1 ∧ s3 ∧ t1 ∧ t2) → 



 

t4. Por ello, de manera razonable, este ítem podría invalidarse si se considera que 

incurre en la falla por la violación a la máxima de manera: t4 → ¬z. 

Finalmente, si la actividad evaluativa del ítem no se corresponde con la tarea que 

debería, es razón suficiente para no dar como válido el ítem. En este caso, la 

actividad evaluativa del ítem era de tipo taller (u3) y, en combinación, su tarea 

evaluativa del ítem era recordar (v1). Por tanto, estas pueden agruparse en una 

conjunción y, eventualmente, producir el efecto de invalidez del ítem (u3 ∧ v1 → ¬z). 

 

TRIGESIMO OCTAVO: DERECHOS HUMANOS Y GENERO PREGUNTA No. 56 -02 

DE JUNIO DE 2024- 08:00 a.m. a 12:00 m.  

 

 
 

TRIGESIMO NOVENO: En el dictamen, el perito hizo un análisis del ítem 56 

perteneciente al programa de “Derechos  Humanos y Genero” cuya 

actividad es control de lectura y extrae lo siguiente: 



 

6.1.4. Ítem 56, Derechos humanos y género, control de lectura 

 

Incumplimiento de parámetros lingüístico-formales (azul oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

LX_[...]_ Falla de puntuación 

P1-L1 

No se marcó la coma que abre el 

modificador universal (inciso 

explicativo), constituido por el 

sintagma verbal “ratificado por…”. 

Esta falla resulta más notoria por el 

hecho de que sí se marcó la 

coma de cierre de dicho 

modificador o inciso. 

P1-L3 

Se marcó, injustificadamente, un 

guion (-) que, además de 

innecesario, puede resultar 

confuso pues rompe una 

estructura gramatical clara. En un 

escenario óptimo se habría 

utilizado el sintagma preposicional 

“en la”, así: “se aprobó el 9 de 

junio de 1994 en la Convención 

Interamericana…”. 

P1-L4 

P1-

L10 

Se marcó, después de “o 

Convención de Belém do Pará…” 

y de “de una sociedad…”, una 

coma que no solo no se justifica, 

sino que, además, podría llevar a 

confusión. Puesto que la oración 

sigue el orden canónico del 

español (sujeto-verbo-

objetos/complementos), no se 

puede justificar como una 



 

topicalización. En este caso, 

además, la presencia de esta 

coma podría llevar a interpretar, 

erróneamente, que la oración 

incluye un modificador universal 

(inciso explicativo). 

P2-L1 

P2-L2 

No se marcaron las comas que 

indican que la frase “en 

concordancia con la Convención 

Interamericana” es un 

modificador universal (o sea, un 

inciso explicativo). Este fragmento, 

efectivamente, se refiere a una 

característica, propiedad o 

atributo que aplica a todo el 

conjunto “Un argumento del texto 

citado…”. Así pues, debía 

marcarse con una coma de 

apertura y otra de cierre, ya que 

estas comas diferencian a los 

modificadores universales de los 

modificadores restrictivos, que no 

llevan comas. 

P2-L1 

Se marcó, después de “…es que”, 

una coma que no solo no se 

justifica, sino que, además, podría 

llevar a confusión. Puesto que la 

oración sigue el orden canónico 

del español (sujeto-verbo-

objetos/complementos), no se 

puede justificar como una 

topicalización. En este caso, 

además, la presencia de esta 

coma podría llevar a interpretar, 

erróneamente, que la oración 

incluye un modificador universal 

(inciso explicativo). 

LX_REG_ Falla de registro 

La expresión “Al igual” es más adecuada 

en contextos coloquiales o 

conversacionales. En este caso, es 

preferible optar por una combinación 

más solemne y profesional que se adecue 

a las expectativas del público que leerá 

este texto. 

LX_GRAM_ Falla de gramática P1-L1 

Hay un exceso de subordinación 

oracional en apenas dos líneas y 

media de texto. A saber, la 

oración compuesta, ubicada al 

inicio del contexto, se construye 

por un número injustificado de 



 

subordinaciones; esta ubica, 

posterior al sujeto, un sintagma 

verbal que indica una forma 

impersonal y, por ende, introduce 

una proposición subordinada 

adverbial; seguido de un “para”, 

que desempeña el papel de un 

sintagma nominal; un “que”, en 

forma de pronombre relativo, que 

introduce una subordinada de 

relativo y; finaliza nuevamente con 

un “para”, ya explicado 

anteriormente.  Dicha 

construcción resulta, a lo menos, 

ineficiente para el final 

comunicativo del texto y además, 

puede llegar a implicar esfuerzos 

realmente innecesarios en el 

proceso de comprensión.   

P5-L1 

Hay una construcción gramatical 

incorrecta producto del uso 

inadecuado de la preposición 

"de" en la expresión "contra de". El 

verbo "dirigirse contra" es un verbo 

que, en su construcción correcta, 

no requiere la preposición "de" 

después de "contra", ya que 

"contra" ya cumple la función de 

enlace en la oración. En 

consecuencia, habría sido más 

adecuado algo como: “el 

dominio masculino se dirige contra 

las mujeres o personas…”. 

P6-L2 

Hay una construcción agramatical 

producto de la omisión de la 

conjunción "y" al final de la 

oración. En este caso, la oración: 

"…la violencia contra la mujer es 

condición para su desarrollo 

individual, social" presenta un error 

al no conectar adecuadamente 

los dos adjetivos que modifican el 

sustantivo "desarrollo". Habría sido 

más adecuado algo como: “…la 

violencia contra la mujer es 

condición para su desarrollo 

individual y social”. 

 

 



 

Incumplimiento de los parámetros de los que depende el éxito comunicativo (azul 

claro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PRAGM_MAXCAL_ 
Violación a la  

máxima de calidad 

El ítem implica que es verdadera —sin 

que se hubiera hecho una verificación 

cuidadosa— información que es falsa. En 

efecto, la redacción del enunciado da a 

entender que se presentará la tarea 

cognitiva con base en “[u]n argumento 

del texto citado.  Sin embargo, en el 

contexto no sólo se presenta una cita 

textal. De hecho, se presentan dos citas 

seguidas. 

PRAGM_MAXREL_ 
Violación a la  

máxima de relación 

La relación entre el contexto y el 

enunciado es parcial. Debido a que la 

tarea cognitiva sólo trata de una de las 

dos citas textuales presentada, esta 

relación no se abarca completamente. 

Por tanto, el inicio del enunciado no se 

relaciona completamente, lo que permite 

generar sospechas del ítem. 

PRAGM_MAXMAN_ 
Violación a la  

máxima de manera 

El ítem resulta, en una lectura fluida, 

extremadamente oscuro y difícil de 

comprender porque las fallas lingüístico-

formales que se detallaron atrás son muy 

graves (exceso de subordinación, 

construcciones gramaticales incorrectas y 

la omisión de la conjunción “y”). Además, 

hay que tener presente que una de estas 

fallas se presenta en la clave de 

respuesta y, otra, en las opciones de 

respuesta, lo que resulta aún más grave. 

Lo anterior puede generar que el lector se 

confunda mientras lee; que sienta 

incomodidad al notar, por conocimiento 

propio, este tipo de inconsistencias; o que 

sospeche, justamente por las fallas de 

escritura, de la solidez o veracidad de 

algunos apartados. 

 

Incumplimiento de criterios psicométricos (púrpura oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PSICOME_4PLAUSOP 

Incumplimiento del 

balance de 

plausibilidad entre 

distractores y clave 

La tercera afirmación es fácilmente 

descartable, pues, además de no ser 

un argumento del texto citado y de 

contar con una falla gramatical, no es 

preciso afirmar que el “dominio 

masculino”, que no es claro a qué 



 

refiere, se dirige en contra de las 

mujeres o las personas con diversidad 

de género. A lo sumo, habría sido más 

apropiado “el patriarcado” en tanto 

refiere a un fenómeno estructural. 

Dicho esto, el evaluado puede 

descartar (gracias a un análisis básico 

de conceptos) la opción y, con ello, 

incluso llegar, más fácilmente, a la 

opción válida sin contar, 

efectivamente, con el conocimiento o 

la competencia que se pretende 

evaluar. 

PSICOME_6AMBCAPOP 

Presencia de 

elementos ambiguos 

o capciosos 

El enunciado resulta ambiguo en 

relación con los insumos que deben 

tomarse del contexto. En particular, la 

frase “el texto citado” puede tener dos 

interpretaciones. Por un lado, puede 

referir al fragmento o extracto de once 

líneas que se presenta atrás. Por otro 

lado, puede referir a cualquier de los 

dos textos citados al interior del 

contexto, es decir, a los textos 

completos de los cuales se sustrajeron 

fragmentos solo con fines de 

activación de memoria. En un 

escenario ideal, teniendo en cuenta 

las opciones de respuesta, el 

enunciado habría sido más claro si 

hubiera dicho: “Con base en el texto 

anterior y en la Ley 248 de 1995…” 

 

Nivel cognitivo (lavanda claro):  

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

NIVCOG_COMP_ 
Nivel cognitivo 

comprender 
N/A 

 

CUADRAGESIMO:  En el dictamen se hizo una formalización lógica de los 

razonamientos para invalidar el ítem 56.  

 

6.1.4.1. Dictamen del Ítem 56, Derechos humanos y género, control de lectura 

Siguiendo la exposición que se hizo en el marco teórico y en el metodológico del 

concepto de causalidad y sus distintas formas según los criterios de necesidad y 



 

suficiencia (causas únicas, causas contributivas y causas contributivas asimétricas), 

es posible demostrar, desde varios ángulos, la invalidez de este ítem. La Tabla 10 

formaliza y resume las relaciones lógicas que legitiman la solicitud de invalidación. 

Por su parte, los párrafos siguientes explicitan, en lenguaje natural, estos 

razonamientos. 

Tabla 10: Formalización lógica de los razonamientos para invalidar el ítem 56 

  PROPOSICIÓN LÓGICA FORMALIZACIÓN LÓGICA DE LA CONSECUENCIA 

Z 
z : El ítem es válido para evaluar aquello que 

pretende evaluar en el programa. 
N/A 

r 
rGRAM : La textualización incluye una o varias fallas 

gramaticales. (rGRAM ∧ w) → ¬z 

w w : La opción de respuesta es considerada válida. 

r 
rn : La textualización del ítem incluye varias de las 

cinco posibles fallas lingüístico-formales. 

(r(x11) ∧ s4 ∧ s6) → ¬z  
s4 : Alguna(s) opción(es) de respuesta del ítem son 

inverosímiles o improbables. 

s 
s6 : El ítem en el contexto, enunciado u opciones de 

respuesta contiene elementos ambiguos o capciosos. 

t 

t2 : El ítem incurre en la violación a la máxima 

de calidad. 
(t2 ∧ t3 ∧ r(x11)) → t4 

t3 : El ítem incurre en la violación a la máxima 

de relación. 

t 
t4 : El ítem incurre en la violación a la máxima  

de manera. 
t4 → ¬z 

Será motivo de invalidación si la opción de respuesta considerada válida contiene 

una o varias fallas gramaticales. Por tanto, este ítem se invalida porque, al inicio de 

la clave de respuesta (w), hay una falla gramatical (rGRAM): (rGRAM ∧ w) → ¬z. 

Aunque insuficientes de manera individual, las once etiquetas de fallas lingüístico-

formales (r(x11)) y las dos etiquetas por incumplimientos psicométricos (s4 ∧ s6) pueden, 

como causas contributivas, acumularse y agruparse con una conjunción (r(x11) ∧ s4 ∧ 

s6) para, eventualmente, producir el efecto de invalidez del ítem. Por ello, de manera 

razonable, este ítem también podría invalidarse (r(x11) ∧ s4 ∧ s6) → ¬z. 

Finalmente, el ítem incurre en la violación a la máxima de calidad, la máxima de 

relación y, además, en once etiquetas de fallas lingüístico-formales (r(x11)), lo que 

podría producir el efecto de la violación a la máxima de manera (t2 ∧ t3 ∧ r(x11)) → t4. 

Por ello, de manera razonable, este ítem podría invalidarse si se considera que 

incurre en la falla por la violación a la máxima de manera: t4 → ¬z. 

 

CUADRAGESIMO PRIMERO: FILOSOFÍA DEL DERECHO- PREGUNTA No.75- 02 de 

junio de 2024- 02:00 p.m. a 06:00 p.m.  

 



 

 

 

 

 

CUADRAGESIMO SEGUNDO: En el dictamen, el perito hizo un análisis del ítem 

75 perteneciente al programa de “Filosofía del derecho e interpretación 

constitucional” cuya actividad es análisis jurisprudencial de casos, y extrae lo 

siguiente:  



 

6.1.5. Ítem 75, Filosofía del derecho e interpretación constitucional, análisis 

jurisprudencial de casos 

 

Inconsistencias en los distractores y clave de respuesta (rojo): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

RESP_CLAVØ_ 

Ausencia de respuesta 

correcta por falta de 

insumos en la fuente 

El contexto, cita una sentencia (T-292-

2002) de la Corte Constitucional, en la 

que se habla de la razón del valor 

vinculante de la ratio decidendi en la 

tutela es garantizar la unidad en la 

interpretación constitucional y un 

tratamiento igualitario ante la ley por 

parte de las autoridades judiciales, 

asegurando así la seguridad jurídica. En el 

análisis de esta sentencia, se busca 

organizar un precedente jurisprudencial, 

donde el juez debe identificar elementos 

que delimiten el análisis sin vulnerar la 

supremacía constitucional. En el 

enunciado se pide que, a partir del texto, 

se indique cuál fue el argumento que 

utilizó el fallador para interpretar el 

precedente judicial. De tal manera se 

infiere que la información en el texto no 

es clara para responder a la pregunta del 

enunciado. En primer lugar, se pregunta 

por el "argumento que usó el fallador", 

pero no se aclara qué se entiende por 

"argumento". Esta expresión puede 

referirse a: (i) una conclusión, (ii) premisas, 

(iii) un tipo de inferencia, o (iv) al discurso 



 

argumentativo completo que justifica una 

conclusión mediante reglas de inferencia. 

Al revisar las opciones de respuesta, es 

evidente que no se utiliza "argumento" en 

ninguno de estos sentidos, lo que genera 

confusión. Sin embargo, si se interpreta 

generosamente, podría asumirse que el 

argumento tiene esta estructura: a) 

Conclusión: la ratio decidendi es 

vinculante en materia de tutela. b) 

Premisas: i) el derecho debe asegurar la 

unidad en la interpretación 

constitucional, la igualdad ante la ley y la 

seguridad jurídica; ii) la vinculatoriedad 

de la ratio decidendi es esencial para 

lograr esos objetivos. c) Regla de 

inferencia: modus ponendo ponens.  

Si esta es la estructura del argumento 

mencionado en el ítem, se observa que 

las premisas no están relacionadas con el 

análisis de decisiones judiciales anteriores 

de la Corte Constitucional. Esto no 

aparece en las premisas, la conclusión ni 

en la regla de inferencia. Además, resulta 

contradictorio preguntar por un 

"argumento" y que la respuesta sea una 

acción como "construir una base de 

análisis". Finalmente, hay una 

indeterminación en lo que significa 

"construir una base de análisis frente a 

anteriores decisiones judiciales", lo cual 

puede interpretarse como vago y 

confuso. Estos mismos problemas también 

se encuentran en las otras opciones de 

respuesta. Asimismo, presenta 

ambigüedad en el término "argumento" 

debido que, no se especifica qué se 

entiende por "argumento", lo que dificulta 

identificar cuál de las opciones 

propuestas corresponde a la 

interpretación del fallador. También hay, 

falta de conexión directa, porque, el 

texto aborda la importancia de la ratio 

decidendi y la necesidad de asegurar la 

unidad en la interpretación 

constitucional, pero no establece 

explícitamente qué tipo de argumento o 

criterio utilizó el fallador para llegar a una 

conclusión sobre un precedente 

específico. Aunado a lo anterior, las 



 

opciones planteadas son variadas y no 

están directamente respaldadas por los 

elementos que se mencionan en el texto. 

Por ejemplo, "valorar los aportes que dan 

algunos de los principios" o "analizar los 

criterios" son acciones que no se 

desarrollan en el texto, lo que genera 

confusión sobre su relevancia. Además, la 

opción clave ("construir una base de 

análisis frente a anteriores decisiones 

judiciales") es vaga y no se relaciona 

claramente con los conceptos discutidos 

en el texto, lo que añade más 

incertidumbre sobre su aplicabilidad. 

En suma de lo anterior expuesto, se 

deduce que la falta de claridad en la 

definición del argumento y la conexión 

entre las opciones de respuesta y el 

contenido del texto dificultan identificar 

cuál fue realmente el argumento utilizado 

por el fallador. 

 

Incumplimiento de parámetros lingüístico-formales (azul oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

LX_[...]_ Falla de puntuación 

P1-L3 

Se marcó una coma que separa, 

indebidamente, el sujeto del 

predicado. El sujeto, aunque 

extenso, es “La razón del valor 

vinculante de la ratio decidendi 

en materia de tutela” y el 

predicado es “es, como se dijo, 

asegurar la unidad…”.  

P1-L3 

No se marcó la coma que abre la 

topicalización interna y que se usa 

para indicar que la frase “como se 

dijo” se presentó en un orden no 

canónico. 

P1-L8 

Se marcó una coma donde se 

esperaría, más bien, un punto 

seguido. En efecto, para facilitar la 

comprensión y, por tanto, mejorar 

la legibilidad, convenía establecer 

un límite oracional (usar un punto) 

después de “jurisprudencial”. De 

este modo, era posible construir 

nuevo contenido, en una nueva 

oración, desde “Por tanto, el 

fallador…”. Si lo que se buscaba 

era mantener la continuidad del 



 

enunciado en un solo bloque, 

hubiera sido preferible usar un 

punto y coma. 

LX_ORT_ Falla de ortografía 

P1-L1 

No se usó, a pesar de tratarse de 

un nombre propio con 

identificador alfanumérico, la 

mayúscula inicial en la palabra 

“sentencia”. En efecto, cuando se 

habla de una sentencia única, 

identificada por medio de la 

nomenclatura y la fecha de 

emisión correspondientes, es 

esperable el uso de la mayúscula 

inicial. 

P1-L2 

No se usaron, a pesar de tratarse 

de un extranjerismo, las cursivas 

que explicitan que el concepto 

“ratio decidendi” procede del 

latín. En efecto, como, en este 

caso, se usa un término jurídico 

escrito en una lengua extranjera 

(latín) lo esperable es el uso de las 

cursivas. 

LX_DISPINFORM_ 

Incorrecta disposición, 

organización y 

jerarquización de 

 la información 

El contenido del fragmento “asegurar la 

unidad en la interpretación constitucional 

en el ordenamiento y un tratamiento en 

condiciones de igualdad frente a la ley, 

por parte de las autoridades judiciales” 

distribuye la información de una manera 

no esperada. La coordinación asimétrica 

de los elementos no permite identificar 

con claridad sobre quién recae la 

accción del agente (debido a que la 

oración está construída en voz pasiva), 

que, en este caso, son las autoridades 

judiciales. Además, la construcción “por 

parte de” resulta redundante, toda vez 

que, para mejorar la claridad del 

enunciado y corresponder mejor al estílo 

académico de la prueba,  habría sido 

más apropiado escribir “por las...”.  

 

Dicho esto, la coordinación y redacción 

más apropiada habría sido: “Asegurar la 

unidad en la interpretación constitucional 

dentro del ordenamiento jurídico, así 

como garantizar un tratamiento en 

condiciones de igualdad frente a la ley 

por las autoridades judiciales.” 



 

LX_GRAM_ Falla de gramática 

Hay, en el contexto, una redundancia 

léxica. En particular, en el fragmento “que 

asegure la seguridad jurídica”, el verbo 

“asegurar” y el sustantivo “seguridad” son 

tan similares en sus raíces y su contenido 

semántico, que su uso, en una misma 

oración, resulta desafortunado. Dicho de 

otra forma, habría sido más apropiado 

algo como “que garantice la seguridad 

jurídica”. 

 

Incumplimiento de los parámetros de los que depende el éxito comunicativo (azul 

claro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PRAGM_MAXREL_ 
Violación a la  

máxima de relación 

La relación entre el contexto y el 

enunciado del ítem es débil. En el 

contexto se describen los elementos de la 

Sentencia T-292 de 2006, así como la 

tarea asignada al fallador con respecto a 

la identificación de elementos necesarios 

para delimitar la línea del análisis 

jurisprudencial desarrollado para cada 

caso. Por otro lado, en el enunciado, se 

pide seleccionar, de las respuestas, el 

argumento que usó el fallador para 

interpretar el precedente judicial. En otras 

palabras, si bien el contenido del 

contexto podría tener relación con el 

enunciado en cuanto a la temática 

tratada, la información suministrada, 

tanto como la que se infiere, resulta 

insuficiente para completar la tarea 

cognitiva exigida.  

PRAGM_MAXMAN_ 
Violación a la  

máxima de manera 

El ítem resulta, en una lectura fluida, 

oscuro y difícil de comprender porque las 

fallas lingüístico-formales que se 

detallaron atrás son graves (redundancia 

léxica, incorrecta disposición  

 de la información y uso de comas 

injustificadas que separan sujeto y verbo). 

 

Incumplimiento de criterios psicométricos (púrpura oscuro): 

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

PSICOME_1INFOCONTX 

Cantidad 

inadecuada de 

información en el 

El contexto y el enunciado presentan 

información no ofrecen toda la 

información necesaria que dicho 

apartado exige. Puede decirse, a la luz 



 

contexto y 

enunciado del ítem 

de la tarea cognitiva que luego se 

plantea en el enunciado, que el 

contexto carece de la información 

necesaria para asumir la tarea 

planteada. Como se explica con 

mayor detalle en la evidencia de la 

etiqueta RESP_CLAVØ_, el contexto no 

hace explicita la definición que toman 

de "argumento". 

PSICOME_6AMBCAPOP 

Presencia de 

elementos ambiguos 

o capciosos 

Hay, o bien una ambigüedad, o bien 

una imprecisión, al comienzo del 

enunciado. Al introducir la tarea 

cognitiva que el evaluado debe 

asumir, la redacción propuesta da a 

entender que la definición de 

argumento que está tomando el 

creador del ítem puede extraerse, 

inferirse o construirse sobre la base de 

la información presentada en el 

contexto. Con todo, como se 

argumentó en la evidencia de la 

etiqueta RESP_CLAVØ_, esto no es así. 

 

Nivel cognitivo (lavanda claro):  

CÓDIGO ETIQUETA EVIDENCIA 

NIVCOG_COMP_ 
Nivel cognitivo 

comprender 
N/A 

 

CUADRAGESIMO TERCERO:  En el dictamen se hizo un formalización lógica de 

razonamientos para invalidar el ítem 75. 

6.1.5.1. Dictamen del Ítem 75, Filosofía del derecho e interpretación constitucional, 

análisis jurisprudencial o de casos 

Siguiendo la exposición que se hizo en el marco teórico y en el metodológico del 

concepto de causalidad y sus distintas formas según los criterios de necesidad y 

suficiencia (causas únicas, causas contributivas y causas contributivas asimétricas), 

es posible demostrar, desde varios ángulos, la invalidez de este ítem. La Tabla 11 

formaliza y resumen las relaciones lógicas que legitiman la solicitud de invalidación. 

Por su parte, los párrafos siguientes explicitan, en lenguaje natural, estos 

razonamientos. 

Tabla 11: Formalización lógica de los razonamientos para invalidar el ítem 75 

 PROPOSICIÓN LÓGICA 
FORMALIZACIÓN LÓGICA DE LA 

CONSECUENCIA 

Z 
z : El ítem es válido para evaluar aquello 

que pretende evaluar en el programa. 
N/A 



 

p 

p1 : Las posibilidades de interpretación y 

aplicación de la(s) fuente(s) no permiten 

ninguna respuesta válida. 
p1 → ¬z 

r 

rn : La textualización del ítem incluye alguna 

de las cinco posibles fallas lingüístico-

formales.  

(r(x7) ∧ s1 ∧ s6 ∧ t3) → t4  

s 

s1 : La cantidad de contenido en el ítem es 

inadecuada. 

s6 : El ítem en el contexto, enunciado u 

opciones de respuesta contiene elementos 

ambiguos o capciosos. 

t3 : El ítem incurre en la violación a la 

máxima de relación. 

 

t4 : El ítem incurre en la violación a la 

máxima  

de manera. 
t4 → ¬z 

De las cinco categorías de análisis que constituían fallas, la categoría relacionada 

con la clave de respuesta (p, en la tabla anterior) es, en cualquiera de sus siete 

posibilidades o etiquetas suficiente para sostener que el ítem NO es válido (¬z). En 

este caso, el ítem se puede invalidar porque, siguiendo las fuentes en las que se 

basa, no habría ninguna respuesta posible (p1 → ¬z). 

Aunque insuficientes de manera individual, en las siete etiquetas relacionadas con 

fallas lingüístico-formales (r(x7)), las etiquetas por incumplimientos psicométricos (s1 ∧ 

s6) y la etiqueta de violación a la máxima de relación (t3) pueden, como causas 

contributivas, acumularse y agruparse con una conjunción (r(x7) ∧ s1 ∧ s6 ∧ t3) para, 

eventualmente, producir la máxima de manera (r(x7) ∧ s1 ∧ s6 ∧ t3) → t4. Por ello, de 

manera razonable, este ítem podría invalidarse si se considera que incurre en la falla 

por la violación a la máxima de manera: t4 → ¬z. 

 

CUADRAGESIMO CUARTO: En los folios 54 al 89 del dictamen pericial aportado, el 

perito hace incluso un análisis de Ítems que fueron invalidados por el tribunal superior 

de armenia en tres fallos de tutela, siendo estos los siguientes:  

 

Número 
de ítem 

Programa Actividad Puntuación 

2 
Justicia transicional y  
justicia restaurativa 

Control de lectura 1,25 

47 
Argumentación judicial y valoración 
probatoria  

Control de lectura 1,25 

48 
Argumentación judicial y valoración 
probatoria  

Control de lectura 1,25 

57 
Argumentación judicial y valoración 
probatoria  

Control de lectura 1,25 



 

63 Derechos humanos y género Control de lectura 1,25 

77 Derechos humanos y género Análisis de casos 6,25 

Al interior del dictamen, se amplía el análisis de cada uno de estos ítems, que 

fueron efectivamente invalidados por dicho cuerpo colegiado y sumados a 

los discentes que interpusieron tales acciones constitucionales, lo anterior 

teniendo en cuenta el evidente descuido en la formulación de los ítems, 

donde uno de los criterios más reiterados para dicha invalidación fue que no 

se preguntaban por contenidos de las lecturas obligatorias.  

 

CUADRAGESIMO QUINTO: En resolución EJR24-298 del 21 de Junio las 

entidades demandadas decidieron imputar el acierto de las preguntas P35, 

P50, P143, P295 y la P275 por no cumplir con los estándares de validez:    

 

 
 

CUADREGISMO SEXTO: En el dictamen aportado, se analizan los ítems 

anteriormente referidos y se determinan las falencias de cada uno 

coincidiendo con las falencias encontradas en las preguntas hoy acusadas, 

por lo que la entidad demandada debía aplicar el mismo criterio con el 

objeto de mantener la equidad en la evaluación.  

 

 

 CUADRAGESIMO SEPTIMO: De folios 29 al 53 del dictamen, se analiza lo 

indicado en el hecho anterior, y que, pese a que el perito reconoce que 

desconoce el criterio empírico que se utilizó para invalidar y dar por positivos 

los ítems indicados, sin embargo, el perito en dicho escrito presentó una serie 

de evidencias basadas en el contenido de los ítems y la justificación para 

invalidarla y darlas por positivos para el conteo de calificación.   



 

CUADRAGESIMO OCTAVO: Al interior del dictamen, también se presenta un 

estudio de invalidez de los ítems a través de relaciones causa efectos en el 

titulo 4.6, donde explica que múltiples fallas (causa) pueden acumularse  y 

generar un efecto significativo hasta el punto de que el ítem se invalide 

(efecto) argumentos que se pueden revisar en dicho   

 

 CUADRAGESIMO NOVENO: Lo anterior implica que pese a todas las falencias 

más que evidentes y que fueron puestas en conocimiento a las demandas, 

se mantuvo la calificación de “Reprobado” lo que impide a mi prohijada 

continuar en el concurso y optar por el cargo de Juez Laboral, afectando su 

derecho al debido proceso y a la igualdad de oportunidades en el acceso 

a cargos de carrera administrativa. Advirtiéndose que existen pruebas de los 

vicios de fondo y de forma en los que incurrieron las demandas al momento 

de estructurar la evaluación y por ende en la determinación del puntaje final 

de mi poderdante, lo que podría configurar una vulneración a los principios 

de mérito, transparencia y objetividad en el proceso de selección. 

 

QUINCUAGESIMO:  En virtud de la medida provisional ordenada mediante 

fallo de tutela de segunda instancia proferido por el Tribunal Administrativo 

de Norte de Santander el día 6 de febrero de 2025 mi representada 

actualmente hace parte de la SUBFASE ESPECIALIZADA.  

 

QUINCUAGESIMO PRIMERO: El día 16 de marzo de 2025 mi prohijada presentó 

la evaluación en línea de la Subfase Especializada del IX Curso de Formación 

Judicial Inicial (Unidad 1 y 2) 

 

QUINCUAGESIMO SEGUNDO: Como hecho sobreviniente, que no había 

ocurrido al momento de la presentación de la demanda inicial, me permito 

poner en conocimiento del despacho que mi prohijada presento evaluación 

en línea de la Subfase Especializada del IX Curso de Formación Judicial Inicial 

(Unidad 3 y 4) el día 29 de junio de 2025.  

 

QUINCUAGESIMO TERCERO: Como hecho sobreviniente, que no había 

ocurrido al momento de la presentación de la demanda inicial, me permito 

poner en conocimiento del despacho que mi prohijada fue citada a la 

evaluación oral que hace parte de la Subfase Especializada, en virtud de la 

medida provisional ordenada mediante fallo de tutela de segunda instancia 

proferido por el Tribunal Administrativo de Norte de Santander el día 6 de 

febrero de 2025.  

 

QUINCUAGESIMO CUARTO: El día 25 diciembre de 2025 se enviará la lista de 

los discentes con las notas definitivas del IX Curso de Formación Judicial 



 

Inicial, a la Unidad de Administración de Carrera Judicial, esto conforme el 

calendario oficial del concurso de méritos:  

 

 
 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

3.1 Normas violadas. 

1.- Constitución Política artículos 29, 40 (numeral 7º), 53, 83 125.  

 

2.- Convención Americana sobre Derechos Humanos: Artículo 23.  

 

3.- Ley 270 de 1996 artículos 156 y siguientes.  

 

4.- Acuerdo PCSJA18 - 11077, de 16 de agosto de 2018, “Por medio del cual 

se adelanta el proceso de selección y se convoca al concurso de méritos 

para la provisión de los cargos de funcionarios de la Rama Judicial”.  

 

5.Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del19 de septiembre de 2019.  

 

6. Modelo Pedagógico 2020 de la EJRLB. 

 

7. Ley 1437 de 2011 C.P.A.C.A Artículo 137. Nulidad  

Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se 

declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general.  

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en 

que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 

motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los 

profirió. (...)  

 

8. Ley 1437 de 2011 C.P.A.C.A Art. 138 Nulidad y restablecimiento del 

derecho.  

Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado 

en una norma jurídica podrá pedir que se declare la nulidad del acto 

administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 

derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad 

procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del 

artículo anterior.  



 

Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general 

y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este 

al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho 

particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en 

tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. 

Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto 

general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel. 

 

 

 

 

IV. CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 

4.1 DEBIDO PROCESO Y GARANTÍAS EXTENDIDAS AL CIUDADANO EN 

VIRTUD DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA (Sentencia SU 

913 de 2009) 

 

“(i) las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del concurso 

y son inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la Constitución, la 

ley o resulten violatorias de derechos fundamentales; (ii) a través de las 

reglas obligatorias del concurso, la administración se auto vincula y 

autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su actividad en 

cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se quebranta el 

derecho al debido proceso y se infiere un perjuicio cuando la entidad 

organizadora del concurso cambia las reglas de juego aplicables y 

sorprende al concursante que se sujetó a ellas de buena fe. En este punto, 

esta Sala de Revisión estima que, si por factores exógenos las reglas del 

concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las modificaciones 

que hacen parte integral de la convocatoria inicial, deben ser 

plenamente conocidas por los partícipes para que de esta forma se 

satisfagan los principios de transparencia y publicidad que deben regir las 

actuaciones de la administración y no se menoscabe la confianza 

legítima que los participantes han depositado en los parámetros fijados 

para acceder a un cargo de carrera administrativa; y, (iv) cuando existe 

una lista de elegibles que surge como resultado del agotamiento de las 

etapas propias del concurso de méritos, la personas que ocupa en ella el 

primer lugar detenta un derecho adquirido en los términos del artículo 58 

Superior, que no puede ser desconocido”. (Negrillas fuera del texto). 

 

En el presente caso, se tiene que la entidad demandada si bien en un 

principio sostuvo una posición respecto a la invalidación de preguntas 

que no cumplían con ciertos criterios de validez y suficiencia, no aplicó la 



 

misma determinación a los ítems acá acusados y se limitó a justificar su 

debida formulación, la cual es totalmente contrariada  por el dictamen 

pericial aportado junto con este libelo demandatorio. 

 

La entidad demanda vulneró las reglas de juego y formuló preguntas con 

falencias significativas e incoherentes con el Syllabus, tal y como lo expuso 

el perito experto.   

 

4.2 DEBIDO PROCESO Y PRINCIPIOS QUE INSPIRAN LA FUNCIÓN 

PÚBLICA (Sentencia T-682 de 2016 y SU-067 de 2022) 

“El Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y 

condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su 

desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales 

de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, 

la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas 

expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la 

convocatoria sirven de auto vinculación y autocontrol porque la 

administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la 

selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o 

empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada”. 

(Negrillas fuera del texto). 

 

La sentencia SU-067 de 2022 hace énfasis en los principios de la buena 

fe y la confianza legítima, especialmente en el contexto de los 

concursos de méritos. Esto significa que la administración pública debe 

actuar de manera coherente y previsible, respetando las reglas que ha 

establecido. 

Cuando la administración cambia las reglas de un concurso de 

manera arbitraria o inesperada, como aconteció en el sublite, viola la 

confianza legítima de los participantes y transgrede el derecho al 

debido proceso. 

Protección del Debido Proceso: Las irregularidades en un concurso de 

méritos vulneran el derecho al debido proceso de los participantes y la 

sentencia SU-067 de 2022 busca proteger este derecho, asegurando 

que los concursos se desarrollen de acuerdo con las normas 

preestablecidas. 

En resumen, la Sentencia SU-067 de 2022 reitera que las normas que 

regulan los concursos de méritos deben ser respetadas y aplicadas de 

manera estricta, con el fin de garantizar la igualdad, la transparencia 

y el debido proceso en el acceso a la función pública, lo que nos 

permite concluir que en el sub lite los actos de calificación vulneraron 

dichos principios a modificar la forma como debía ser evaluado el 

taller. 



 

De acuerdo con lo expuesto, no quedan dudas que el objetivo 

principal del curso de formación es formar, valga la redundancia, a los 

discentes para el adecuado desempeño de la función judicial, 

mediante el desarrollo de sus competencias y habilidades en diversos 

ámbitos; motivo por el cual, la evaluación debía enfocarse en medir el 

avance del aprendizaje, la aprehensión del conocimiento y la 

adquisición de competencias, pero no limitarse a evaluar la 

capacidad de memoria del educando. 

 

Así mismo, entendiéndose que los ítems aquí señalados contienen 

múltiples fallos estructurales, que sumados unos a otros revelan que la 

evaluación de la subfase general estuvo viciada y la entidad 

demandada no reconoció tal señalamiento en el momento oportuno, 

vulnerando así el debido proceso de mi mandante, lo cual resulta 

preocupante en un concurso de tal talante que va a proveer 

funcionarios de carrera judicial para cargos tales como jueces y 

magistrados, pretendiendo evaluar las capacidades de cada uno de 

los discentes con base a preguntas mal formuladas.  

 

 

4.3 VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA. 

 

Señor Juez, para el desarrollo de la subfase general, se ejecutaron 

según el acuerdo pedagógico, 3 tipos de actividades evaluativas: (A) 

Control de lectura, con 40 puntos sobre 125; 32 ítems, para 1.25 puntos 

por cada uno; (B) Análisis jurisprudencial o de casos, con 25 puntos 

sobre 125; 4 ítems, para 6.25 puntos por cada uno; y (C) Taller virtual, 

con 60 puntos sobre 125; 6 ítems, para 10 puntos por cada uno. El 

instrumento de evaluación, visto en su conjunto, constó de 336 ítems 

(1.000 puntos), de los cuales 256 valían 1.25 puntos; 32, 6.25 puntos; y 

48, 10 puntos. 

 

El alcance de estos tipos de actividades evaluativas se expuso en el 

Documento Maestro del IX curso de formación judicial inicial para 

Jueces y Magistrados. 

 



 

Los exámenes de la subfase general del IX curso concurso, tuvieron 

lugar el 19 de mayo y el 2 de junio de 2024, distribuidos en dos jornadas 

diarias, mañana y tarde. La prueba de cada programa constó de 42 

preguntas y en cada jornada se evaluaron 2 programas, así: 

 

 

En la práctica, la evaluación de cada programa estuvo compuesta 

por 32 preguntas de control de lectura —cada una con valor de 1.25 

puntos—, 4 preguntas de análisis jurisprudencial o de casos —cada 

una con valor de 6.25 puntos— y 6 preguntas de taller virtual —cada 

una con valor de 10 puntos—; con la precisión, de que las preguntas 

del taller virtual contenían 5, 4, 3 o 2 ítems, lo que implicó que, algunas 

fueran calificadas con 10, 7.5, 6.67, 5.0, 3.33, 2.5 o 2.0 puntos, según el 

margen de acierto. 

 

De acuerdo con el cronograma el tiempo de consumo para cada 

programa académico, correspondió a quince (15) días calendario. 

Dentro de este lapso, cada dicente con su respectiva credencial 

tenía la obligación de ingresar a la plataforma realizar el “Recorrido 

por cada contenido, descarga de textos, desarrollo de las 

actividades de aprendizaje, visualización de los Tv Learn y demás 

contenidos multimedia. 

 

La aprehensión de este material informativo implicaba realizar las 

lecturas obligatorias de un mínimo de cuatro mil trescientas quince 

(4.315) páginas, dos mil setecientos cincuenta y ocho (2.758) 



 

diapositivas, más los novecientos cincuenta y ocho (958) minutos de 

video. Más el consumo de las lecturas complementarias de cada 

programa. 5.1 Material, que según la plataforma debía ser 

“consumido”, en 30 horas por programa, 8 horas en plataforma, 22 

horas de estudio individual, cada 15 días, por cada programa. 

 

Las lecturas fuentes de las preguntas eran puestas en conocimiento 

de los dicentes a través de los syllabus (programas académicos), y en 

la evaluación se les sometió a contestar preguntas cuya fuente 

estaba fuera de lecturas obligatoria, lo cual constituye una violación 

al principio de confianza legítima que debe respetar la 

administración. (a continuación, se extrae texto escrito de manera 

literal en el syllabus) 

 

 



 

Mediante el documento maestro del IX Curso de formación judicial, la 

Escuela señaló de manera expresa lo siguiente: 

 

En una respuesta dada por la misma escuela mediante oficio:  EJO24-1192 

Bogotá, D. C., 14 de agosto de 2024, dirigida al Discente Alberto Quintana, lo 

siguiente:  

“Nos permitimos manifestar lo siguiente: entre los deberes 

consignados en el Acuerdo PCSJA19-11400 19 de septiembre de 

2019, se encuentran el siguiente: “2 Ser agente activo de su 

proceso formativo, cumpliendo con los cronogramas, entregables 

y en general con todo aquello que le es propio a su formación 

judicial inicial”. 

 

Comoquiera que, en la actualidad, el señor Alberto Mario 

Quintana Majul tiene la condición de discente y, por tanto, tiene 

activas sus credenciales de acceso al campus virtual del IX Curso 

de Formación Judicial Inicial, lo invitamos a identificar y corroborar 

directamente las lecturas obligatorias de cada programa en los 

syllabus referentes a los mismos, no en vano los syllabus, por 

excelencia, contienen las lecturas obligatorias y complementarias, 

así como las unidades de aprendizaje en las cuales está dividido 

cada programa. Al igual, se le recuerda que en la sección de 

Noticias-Información General del campus virtual puede consultar 

los tickets pedagógicos de cada programa, donde están las 

respuestas a los derechos de petición pedagógicos, en los que se 



 

precisan, por ejemplo, algunas lecturas, títulos y páginas. Las 

lecturas obligatorias son el insumo para responder las actividades 

formativas o de aprendizaje y para la etapa de evaluación. Por su 

parte, las lecturas complementarias contienen información 

relevante para el estudio de la unidad, pero no son insumo para la 

etapa de evaluación” 

 

De igual manera, en el Webinar realizado por la Escuela Judicial en su 

módulo de Justicia Transicional y Justicia Restaurativa el día 29 de abril de 

2024, es decir antes de las fechas de las pruebas, la Doctora Rafaela Sayas 

afirmó en el Minuto 52:30 y S.S que en las evaluaciones no se realizaría 

ninguna pregunta por fuera de las lecturas obligatorias, se adjunta enlace 

de la reunión referida: https://www.youtube.com/watch?v=vgR6z2ahvMw  

 

En resolución EJR24-1548 del 07 de noviembre de 2024 las demandadas 

indican que:  

“En relación con la aparente inclusión de preguntas consideradas 

estrictamente memorísticas, entendidas como aquellas que exigían una 

coincidencia literal con las lecturas obligatorias o el uso de sinónimos 

para ser respondidas correctamente, resulta necesario aclarar los 

siguientes aspectos. Primero, es preciso destacar que el proceso de 

diseño y formulación de las preguntas se llevó a cabo de manera 

rigurosa, basándose en las lecturas obligatorias correspondientes a la 

Subfase general. Las preguntas no fueron concebidas con el propósito 

de evaluar exclusivamente la capacidad de memorización literal. Por el 

contrario, se estructuraron con el fin de medir un amplio espectro de 

habilidades cognitivas, conforme a lo dispuesto en la Taxonomía de 

Bloom, la cual comprende desde el nivel de recordación hasta 

capacidades superiores como la comprensión, aplicación, análisis, 

síntesis y evaluación. 

 

Tal y como se expuso en los hechos de la demanda las preguntas que 

fueron formuladas con fuentes por fuera de las lecturas obligatorias y 

presentan múltiples fallos estructurales que representan cargas no 

contempladas y que que por ende afectaron a mi representada son las 

siguientes: 

https://www.youtube.com/watch?v=vgR6z2ahvMw


 

 

De igual forma, existen pronunciamientos del Honorable Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Armenia contenidos en fallos de tutela de segunda 

donde se ordenó recalificar una serie de preguntas por las mismas 

razones que se acusan en el presente tramite, y que incluso algunas 

coinciden con las preguntas que le fueron calificadas de manera 

negativa a mi prohijada: 

 

Fallo del 18 de diciembre de 2024, M.P JUAN CARLOS SOCHA MAZO 

Radicación: 63 001 31 09 001 2024 00107 01, de la cual se pone de 

presente la valoración que se hizo del al menos una de las preguntas y el 

resuelve del fallo: 

 



 

 

 

 
 

 



 

 
Fallo del 29 de enero de 2025, M.P. LUIS ARTURO SALAS PORTILLA, 

Radicación: 63 001 31 09 003 2024 00105 01 de la cual se pone de 

presente la valoración que se hizo del al menos una de las preguntas y el 

resuelve del fallo: 

 



 

 

 
 

 

 

 

 



 

 

 

 

Fallo del 29 de enero de 2025, M.P JUAN CARLOS SOCHA MAZO, 

Radicación: 63 001 31 09 004 2024 00107 01 de la cual se pone de 

presente la valoración que se hizo del al menos una de las preguntas y el 

resuelve del fallo. 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

En conclusión, de los fallos dictados se tiene que han ordenado la 

recalificación de una serie de preguntas por cuanto fueron formuladas 

con base a contenidos que están por fuera de las lecturas obligatorias 

señaladas por el Syllabus, y que además de ello fueron determinadas 

muchas más falencias en el dictamen pericial aportado, teniendo que 

los ítems referidos son los siguientes :  

 



 

 
 

En el mismo dictamen pericial aportado junto con la presente demanda, 

se estableció que los ítems 44, 57 y 80, correspondientes a Interpretación 

Judicial y Estructura de la Sentencia; el ítem 56, de Derechos Humanos y 

Género; y el ítem 75, de Filosofía del Derecho e Interpretación 

Constitucional, evidencian un claro descuido en su elaboración, lo cual 

compromete su validez técnica y jurídica. Esta no es una afirmación 

caprichosa de esta parte, sino una conclusión respaldada por la propia 

entidad demandada en la Resolución EJR24-1548 del 7 de noviembre de 

2024, mediante la cual se adjudicó a mi representada el puntaje 

correspondiente a otros ítems  P35,P50, P143, P295 y P275, tras haber sido 

invalidados por no cumplir con los estándares de validez y confiabilidad, 

según lo dispuesto en la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024.  

 

Lo expuesto, sin lugar a dudas, demuestra un nuevo quebrantamiento a 

las reglas del concurso de formación, y por ende una violación al 

derecho fundamental al debido proceso de mi representada; e 

igualmente, una transgresión al principio de confianza legítima toda vez 

que la Escuela Judicial creó y fundó expectativas legítimas sobre la forma 



 

de evaluación, las cuales fueron defraudadas de manera intempestiva, 

y sin justificación, ni previo aviso, al momento en que evaluó lecturas que 

no habían sido definidas como obligatorias por los organizadores del 

concurso, sumándole a ello que además de dicho quebrantamiento, los 

mismos ítems adolecían de una estructuración acorde para evaluar a los 

futuros jueces y magistrados de la nación. 

 

Para fundamentar la violación al principio de confianza legítima, basta 

con estudiar lo analizado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-

067 de 2022 de la Corte Constitucional, a través de la cual se aborda el 

tema en el contexto del presente concurso, en la que se establecen los 

requisitos para verificar la violación de este principio. 

 

Dicho fallo se enfoca en la protección de los derechos de las personas 

que participan en concursos de méritos para acceder a cargos públicos, 

subrayando la importancia de la estabilidad y la predictibilidad en estos 

procesos, haciendo especial énfasis en el principio de confianza legítima, 

que implica que las autoridades públicas deben actuar de manera 

coherente y respetar las expectativas razonables de los ciudadanos. 

 

Cuando se vulnera este principio, especialmente en el contexto de 

concursos, se pueden afectar gravemente los derechos de los 

participantes, quienes han depositado su confianza en la transparencia 

y legalidad del proceso. 

 

La Corte Constitucional estableció criterios para determinar cuándo se 

vulnera la confianza legítima, de la siguiente manera: 

• Acto o conducta de la administración: Debe existir una actuación 

previa de la administración que genere una expectativa razonable en el 

ciudadano. 

• Modificación intempestiva: Debe haber un cambio repentino e 

injustificado en la actuación de la administración que frustre esa 

expectativa. 

• Perjuicio al ciudadano: El cambio debe generar un perjuicio concreto 

y demostrable para el ciudadano. 

 

Al subsumir los requisitos establecidos en la sentencia SU-067 de 2022 al 

presente asunto, se encuentra lo siguiente: 

 

• Acto o conducta de la administración: Está acreditado que la Escuela 

Judicial definió como regla del proceso de formación que la evaluación 

se circunscribía al material de lectura obligatoria, e incluso fue 



 

reafirmado por la misma frente a interrogantes que expusieron los 

discentes, lo cual generó una expectativa razonable en estos. 

 

• Modificación intempestiva: Se encuentra probado que a mí 

representado le preguntaron en la evaluación sobre lecturas que no eran 

obligatorias, sin que los organizadores del concurso avisaran 

previamente sobre dicha modificación y sin que a la fecha se observe 

justificación de la modificación intempestiva. 

 

• Perjuicio al ciudadano: La modificación intempestiva tiene nexo de 

causalidad con el resultado de la prueba, toda vez que mí poderdante 

tiene calificadas como erradas las preguntas atrás relacionadas que se 

encontraban por fuera de las lecturas obligatorias. 

 

De acuerdo con lo anterior, y al demostrar que se reúnen los requisitos para 

concluir que la pasiva vulneró el derecho fundamental al debido proceso de 

mí poderdante, y afectó su confianza legítima al momento de presentar en 

la evaluación preguntas con defectos graves en su estructura y  por fuera de 

las lecturas obligatorias, solicito de manera respetuosa que su honorable 

despacho analice la fundamentación acá referida y al momento de resolver 

considere que las preguntas expuestas en los hechos de la demanda deben 

ser invalidadas y por ende sumadas a mi prohijada. 

 

4.5   VIOLACIÓN A LOS ARTÍCULOS 29, 40 (NUMERAL 7º), 53, 83 Y 125 DE LA 

CONSTITUCIÓN, 23 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS, 156 A 168 DE LA LEY 270 DE 1996 Y A LOS ACTOS GENERALES 

ACUERDO NO PCSJA18- 11077 DE 16 DE AGOSTO DE 2018, ACUERDO 

PEDAGÓGICO PCSJA19-11400 DEL 19 DE SEPTIEMBRE DE 2019 Y MODELO 

PEDAGÓGICO 2020, DEBIDO A QUE A LOS DISCENTES SE LES PRESENTARON 

PREGUNTAS CON GRAVES PROBLEMAS EN SU FORMULACIÓN, QUE LES 

IMPONÍAN CARGAS COGNITIVAS ADICIONALES E INNECESARIAS. 

 

Como ya se dijo, el artículo 125 de nuestra Constitución establece que los 

empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera y que el ingreso 

a dichos cargos, se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones 

que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes; lo que 

demuestra que el principio de mérito es un elemento esencial de nuestra 

Constitución, el cual no puede ser desconocido pues conllevaría a sustituir la 

misma, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en las Sentencias C-588 

de 2009 y C-249/12. 

 

Dicho principio del mérito para acceder a cargos de la Rama Judicial se 

encuentra legislado en los artículos 156 y siguientes de la Ley 270 de 1996 



 

donde se dispone que los cargos de Magistrados y Jueces son de carrera y 

que la carrera judicial se basa en la consideración del mérito como 

fundamento principal para el ingreso, la permanencia y la promoción en el 

servicio. 

 

De lo anterior se puede concluir, que toda actuación que se profiera en 

contravía del principio del mérito dentro del trámite de un concurso para 

proveer los cargos de Magistrados y Jueces del país se encuentra viciada no 

solo de ilegalidad, sino también de inconstitucionalidad, pues afecta un 

principio fundante de nuestra Constitución. 

 

En lo que respecta al caso en concreto, se tiene que a través de los actos 

administrativos acusados la Escuela Judicial estableció los puntajes de los 

discentes dentro de la subfase general del curso de formación judicial. 

 

Para evaluar a los discentes, la Escuela Judicial aplicó una prueba con 

problemas en el éxito comunicativo de los ítems o preguntas, es decir, sin la 

posibilidad de que fueran adecuadamente comprendidos por los 

evaluados. 

 

En el presente trámite, tal como se expuso en los hechos de la demanda y se 

acreditó mediante el dictamen pericial, se evidencia que los ítems objeto de 

evaluación presentan múltiples deficiencias que afectan su validez y 

confiabilidad. Entre estas falencias se encuentran fuentes incoherentes con 

el syllabus, errores de redacción, citación inadecuada de fuentes, presencia 

de más de una respuesta posible, errores ortográficos, elementos ambiguos 

o capciosos, inconsistencias gramaticales, fuentes incoherentes, así como 

distractores evidentemente descartables, entre otros aspectos que imponen 

cargas cognitivas adicionales e injustificadas sobre los evaluados. En algunos 

casos, incluso, el contexto, el enunciado y/o las opciones de respuesta 

resultan incomprensibles. 

 

Adicionalmente, no solo los ítems analizados directamente en el dictamen 

presentan estas deficiencias, sino que también las preguntas validadas por 

el Tribunal Superior de Armenia comparten las mismas irregularidades, como 

se indicó en los hechos de la demanda y fue objeto de análisis en el dictamen 

técnico. En consecuencia, si la entidad demandada, mediante la Resolución 

EJR24-1548 del 7 de noviembre de 2024, adjudicó a mi representada el 

puntaje correspondiente a los ítems que posteriormente fueron invalidados 

por la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024, resulta lógico concluir 

que, al encontrarse preguntas o ítems con defectos estructurales y múltiples 

errores en su formulación, debe aplicarse el mismo criterio ya adoptado por 

la entidad: invalidar el ítem y sumar el puntaje al discente.  



 

 

Es importante recordar que tanto la Corte Constitucional como el Consejo 

de Estado han aceptado que las preguntas con fallas técnicas pueden ser 

eliminadas de un concurso, si el organizador encuentra que fueron mal 

redactadas, existía más de una clave para la respuesta, eran ambiguas, 

confusas o excesivamente complejas. No obstante, lo anterior ambas 

Corporaciones han sido enfáticas en señalar que no puede admitirse la 

exclusión de los ítems, por error en su formulación, como sucedió en el 

presente asunto, pues de ser así se desconocerían los derechos 

fundamentales al debido proceso y a la confianza legítima de los 

concursantes, así como el principio del mérito, lo que debe llevar a 

puntuarlas como correctas para mí representada. 

 

Sobre el particular el Consejo de Estado en proceso de radicado 76001-23-

33-000-2016-00294-01 consideró: 

 

“Solo en la Resolución CJRES Nos. 252 de 24 de septiembre de 2015, la 

entidad especificó que se eliminaron las respuestas con ausencia de 

posibilidad de respuesta, mala redacción o ambigüedad. Sin embargo, esta 

información es contradictoria con lo manifestado por la misma Directora de 

la Unidad de Carrera Judicial, pues fue enfática en señalar que el banco de 

preguntas, fue elaborado por un “grupo técnico de especialistas” que, en las 

etapas de diseño, construcción y validación de la prueba, “ajustaron posibles 

errores de ortografía o redacción”. 

 

Por lo anterior no puede admitirse la exclusión de los ítems que presentaron 

tales características, pues la única exclusión permitida se refirió a aquellos 

ítems que presentaron un mayor índice de dificultad, como lo especificaba 

el anexo, por su grado de complejidad. 

 

Además, en el hipotético caso de presentar una mala formulación, tales 

ítems debieron ser corregidos antes de la realización de la prueba y no 

después, pues permitir lo contrario, sería avalar que la defectuosa ejecución 

del contrato de consultoría se trasladase a los concursantes a quienes 

únicamente se les indicó que su prueba constaba de 100 preguntas, que se 

construirían escalas estándar y que superarían la prueba aquellos que 

obtuvieran 800 puntos. 

 

Así entonces, como el anexo No. 1 sólo fue específico al referirse a aquellos 

ítems de bajo índice de discriminación, es apenas obvio, que la Universidad 

de Pamplona, decidió a su arbitrio excluir de los ítems calificables otros 

adicionales, situación que de permitirse trasladaría una injusta carga a los 

concursantes que afirman contestaron de manera acertada a tales 



 

preguntas, situación que atenta contra el principio de la confianza legítima y 

del debido proceso administrativo. 

 

Así pues, al quedar sin piso el argumento esgrimido por la Universidad de 

Pamplona, acerca de la autorización para la eliminación de ítems 

adicionales a aquellos con baja discriminación, cuando de detectarse un 

error en su formulación debió corregirse previo a la realización del test, por lo 

que no puede permitirse esa situación, mucho más aun cuando de 

verificarse las plantillas de respuesta, las eliminadas bajo clasificación 

cuenten con respuesta acertada”. 

 

Y frente a la imposibilidad de formular preguntas con fallas técnicas dentro 

de un concurso de méritos se pronunció la Corte Constitucional en sentencia 

T-386 de 2016 señaló: “mantener preguntas–con fallas técnicas– contrariaría 

la finalidad del concurso de méritos pues la prueba no se fundamentaría en 

los conocimientos del concursante, sino en el azar de una respuesta sobre la 

que no existe certeza” 

 

 

Siendo así, es claro que las preguntas con las fallas acá expuestas, deben ser 

calificadas para mi representado como acertadas, pues de no ser así se 

desconocería su derecho a acceder a cargos públicos al imponerle la carga 

de soportar los errores dentro del contrato de consultoría al momento de la 

formulación de las mismas, más aún cuando nos encontraos en el curso de 

formación en donde, conforme lo establecido en el artículo 168 de la Ley 270 

de 1993, se está formando a los discentes profesional y científicamente para 

el adecuado desempeño de la función judicial. 

 

Adicional a lo anterior, se estaría desconociendo el principio del mérito, toda 

vez que sería reconocer que la prueba no se fundamentó en los 

conocimientos del concursante, sino en el azar de una respuesta sobre la que 

no existe claridad por su errónea formulación. 

 

Se debe recordar que, por su naturaleza, el curso de formación está 

concebido para formar y desarrollar las capacidades del estudiante en el 

ámbito judicial, no para eliminarlo, razón por la cual, no es viable imponerle 

la carga de la mala formulación de las preguntas. 

 

Siendo así se solicita tener por acertadas las preguntas expuestas en el 

presente capítulo, que fueron mal formuladas dentro del proceso formativo 

a mí poderdante por reunir múltiples fallas, los cuales traen como 

consecuencia lógica su invalidación y suma de los puntos a favor del 

discente, esto en virtud del principio de equidad y alineado a las resoluciones 



 

de la entidad demandada que ya implementaron tal solución. Advirtiéndose 

que es la misma que propone el perito al interior del dictamen. 

 

 

4.6 FALSA MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS y 

MOTIVACIÓN DEFICIENTE. 

 

Señor Juez, me permito manifestar que la accionada no se pronunció 

congruentemente sobre los argumentos puntuales que mi poderdante 

planteó en el recurso contra los resultados de la evaluación de la subfase 

general del IX curso de formación judicial. Esto se evidencia al comparar los 

argumentos planteados en el recurso y lo indicado por la accionada en el 

acto administrativo demandado. 

 

Situación que tiene explicación, entre otras cosas, en el uso de Inteligencia 

Artificial (IA) para resolver los recursos, ello se salta a la vista al revisar el 

Capítulo 3.4.4. Programa de Argumentación Judicial - Valoración Probatoria: 

Jornada de la tarde del 19 de mayo de 2024, ítem 57, dónde quedaron rastros 

del uso de dicha tecnología y de las instrucciones que se le dieron a la IA: 

 

 
 

 

 

 

Ahora, con lo anterior no se está atacando la implementación de IA, sino los 

evidentes parámetros sugestivos con el que fue manipulada la tecnología 

para dar apariencia de legalidad a la actuación surtida. Pues 

lastimosamente se muestra que la instrucción dada a la IA fue que se 

enfocara en respaldar post-hoc las respuestas consideradas como 



 

acertadas por la accionada y no que analizara la pertinencia y procedencia 

de las objeciones propuestas. 

 

Para dimensionar la gravedad del asunto, se tomará el siguiente ejemplo, de 

la IA Claude, en modo pago, que ante la pregunta de qué color es la 

bandera de Colombia, responde: 

 

Ahora, para mostrar que la IA no es neutral y que puede presentar resultados 

discriminatorios o sesgados, según las indicaciones que se le den, véase lo 

que sucede cuando se le da una instrucción errada: 

 

Lo anterior, evidencia que el análisis realizado por la accionada con apoyo 

en una IA, con el que la Escuela buscó respaldar respuestas anteriores y no 

estudiar objetivamente los argumentos propuesto, termina impactando la 

esencia del recurso como medio de protección, pues tal actuación implica 



 

una clara y notoria en una vía de hecho, que transforma el recurso en un 

mero formalismo, toda vez que no se resuelve con la objetividad y seriedad 

requerida, sino que se utiliza la herramienta de manera parcializada para 

perjudicar los intereses de ciertos dicentes. 

 

Es decir, el uso de IA con parámetros sugestivos para resolver el recurso —

como los que se dieron a la IA utilizada por la accionada—, vulnera el debido 

proceso y el derecho de defensa, pues impedir una verdadera valoración 

de los argumentos de impugnación y convertir el recurso de reposición en un 

trámite formal sin análisis real de fondo. 

 

Afectando con ello, la transparencia del procedimiento administrativo, pues 

se usó una de IA para dirigir la generación de respuestas o resultados 

específicos –prompt, sólo dio apariencia de perfección y legalidad al 

examen del curso de formación judicial, más no atendió en debida forma lo 

planteado. 

 

A tono con la gravedad de lo expuesto, la Corte Constitucional, en 

providencia en la Sentencia T-323 de 2024, estableció como límites y reglas 

para que el Juez natural fuese siempre humano, no máquina, sin importar la 

complejidad del caso.  

 

Providencia es la que se expusieron los siguientes criterios: 

 

“…[E]l uso de la IA en el sistema judicial para los ámbitos de gestión 

administrativa y documental, así como el de apoyo a la gestión judicial y la 

corrección y síntesis de largos textos, no comporta una transgresión a la 

garantía del Procurador natural pues, en tales eventos, la utilización de estas 

tecnologías no remplaza la labor esencial que se le ha atribuido al 

funcionario judicial, consistente en conocer y resolver de fondo el asunto 

para el cual fue investido de competencia. Lo anterior se cumple, siempre y 

cuando no se involucre una labor de creación de contenido ni interpretación 

de hechos o pruebas y, mucho menos, la solución de casos, y siempre y 

cuando haya una supervisión posterior por parte de algún funcionario o 

empleado de la Rama Judicial. 

 

222. De esta forma, es de especial importancia que cuando el Procurador 

natural haga uso de herramientas de IA, para las funciones anteriormente 

definidas, se cumpla con los criterios de (i) responsabilidad, (ii) guarda del 

principio de legalidad y (iii) idoneidad. Además, no sobra advertir que 

tratándose de una materia que se caracteriza por un desarrollo permanente 

y veloz, la pertinencia de estas consideraciones debe valorarse en el tiempo, 



 

según la evolución que se produzca en los ámbitos de regulación normativa 

y, por supuesto, en el tecnológico.” (Subrayas fuera del texto original) 

 

Es decir, la Corte habilitó el uso de la IA la misma para labores que no 

implicaran creación de contenido ni interpretación de hechos o pruebas ni 

solución de casos. Reglas que evidentemente son desconocidas por la 

Escuela Judicial en la respuesta a los recursos interpuestos, conforme el rastro 

que acá se ilustró, lo cual sin lugar a duda configura la causal de falta de 

motivación del acto administrativo y deficiente motivación, lo que debe 

llevar a concluir, que la entidad demandada no analizó de manera 

razonable los argumentos del recurso y decidió haciendo uso de una IA 

cargada con una instrucción sesgada desde el principio. 

 

Y véase que este extremo realiza ese hallazgo en virtud de que la pasiva 

omitió borrar el PROMPT dado a la IA en el apartado ya señalado, siendo 

incluso preocupante el hecho de que muy posiblemente los demás 

apartados de la resolución hubieren sido construidos con base a estos 

PROMPTS, debiéndose tener como indicio el que ya fue descubierto. 

 

De igual manera, se tiene que conforme el dictamen pericial aportado la 

entidad demandada OMITIÓ los muchos errores de construcción y 

estructuración de varios ítems, y que fueron expuestos en la prueba 

mencionada, llegando incluso a contrariar el criterio establecido mediante 

la Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024  y confirmado con la 

asignación del puntaje de dichos ítems en la resolución EJR24-1548 del 07 de 

noviembre de 2024  por cuanto los ítems P35, P50, P143 Y P295 porque “no 

cumplían con los estándares esperados de validez y confiabilidad” y la P275 

que se identifica como un caso tipo 2, “alerta de doble clave por lo que optó 

por reconocer el punto a los discentes que hubieren contestado cualquiera 

de las opciones validas”. Siendo que todas estas falencias fueron halladas 

por el perito en las preguntas objeto de estudio y las invalidadas por el 

Tribunal Superior de Armenia.  

 

 

V.  PRETENSIONES  

 

A partir de los supuestos fácticos señalados, solicito respetuosamente se 

consideren por parte de su despacho las siguientes pretensiones:  

 

PRIMERO: Respetuosamente solicito a su honorable despacho declarar la 

nulidad parcial la Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024 “Por 

medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del IX Curso 

de Formación Judicial Inicial” expedido por Consejo Superior de la Judicatura 



 

– Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” en cuanto al puntaje de mi 

representada  y su estado de reprobada. 

 

SEGUNDO: Declarar la nulidad de la Resolución No. EJR24-1548 del 07 de 

noviembre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición 

contra la Resolución EJR24- 298 del 21 de junio de 2024, corregida por la 

Resolución EJR24-317 del 28 de junio de 2024” expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura – Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”.  

 

TERCERO: A título de restablecimiento del derecho, sírvase declarar que a mi 

prohijada le asiste el derecho a que sean invalidados los siguientes ítems y  

sumados los puntos a la calificación final de mi representada en la 

evaluación de la Subfase General, por encontrarse las falencias expuestas 

en los hechos y demostradas con el dictamen pericial, haciéndolo extensivo 

a los ítems invalidados por el Tribunal Superior de Armenia por reunir las 

mismas fallas: 

 

PROGRAMA PREGUNTA PUNTAJE 

Interpretación judicial y 

estructura de la sentencia  

44 1,25 

Interpretación judicial y 

estructura de la sentencia 

57 1,25 

Interpretación judicial y 

estructura de la sentencia 

80 5 (Es una pregunta con 

valor de 10 puntos de los 

cuales ya mi representada 

sumó 5) 

Justicia transicional y justicia 

restaurativa 

2 1,25 

Argumentación Judicial y 

valoración probatoria 

47 1,25 

Argumentación Judicial y 

valoración probatoria 

48 1,25 

Argumentación Judicial y 

valoración probatoria 

57 1,25 

Derechos humanos y género 56 1,25 



 

Derechos humanos y género 63 1,25 

Derechos humanos y género 77 6,25 

Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 

75 6,25 

TOTAL  27,5 

 

CUARTO: Como consecuencia de lo anterior sírvase ordenar a las entidades 

demandadas emitir un nuevo acto administrativo donde se modifique el 

estatus de la señora ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR de Reprobada al 

de APROBADA con base en las reglas del concurso .  

 

QUINTO: Se declare que, para todos los efectos, mi prohijada tuvo el estatus 

de Aprobada en la Subfase General del del IX Curso de Formación Judicial 

Inicial y conforme a ello nunca estuvo excluida del referido concurso de 

mérito, y por tanto deberán tomarse todas las medidas necesarias para que 

continue con las demás fases del concurso como si nunca hubiese estado 

reprobada o en su defecto sea sumada dicha nota al componente a las 

notas finales del curso, lo que dependerá de la fase en la que se encuentre 

mi representada al momento del fallo.  

 

SEXTO: En consonancia con lo expuesto anteriormente, respetuosamente 

solicito que una vez valorados y asignados los puntajes de experiencia y 

estudios a la señora ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR sírvase ordenar que 

se le incluya en la lista de elegibles en la ubicación correspondiente a dicho 

puntaje en comparación con los demás concursantes para el cargo de JUEZ 

LABORAL MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS, lo anterior con fundamento en 

el paso del tiempo propio de este tipo de procesos que indudablemente 

perjudicará a mi prohijada por un error atribuible a la administración.  

 

SEPTIMO: Se ordenen todas las medidas que el honorable Juez de lo 

Contencioso Administrativo considere pertinentes para garantizar una 

reparación integral de su derecho constitucional a acceder a cargos 

públicos, entre ellas,  ordenar todas la acciones pertinentes a  hacer efectiva 

su inclusión en un  registro nacional de elegibles en el puesto correspondiente  

para el cargo de  Juez  Laboral Municipal de Pequeñas Causas y con el 

puntaje que se llegare a reconocer por el despacho, esto en el evento que 

a la fecha de expedición de la sentencia  de fondo se haya finalizado el  

concurso de méritos  y el registro no se encuentre  vigente.  

 



 

OCTAVO: Condenar en costas a las entidades demandadas si se llegasen a 

oponer a las pretensiones.  

 

VI. AGOTAMIENTO DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA 

 

Contra la Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024 “Por medio de la 

cual se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial” se interpuso recurso de reposición siendo que era 

el único que se podía interponer frente a tal acto administrativo, el cual fue 

resuelto de manera parcialmente favorable mediante la RESOLUCION EJR24-

1548 del 07 de noviembre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un 

recurso de reposición contra la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024, 

corregido por la Resolución EJR24-317 del 28 de junio de 2024” notificada el 

día 08 de noviembre de 2024 a las 9:00 p.m.  

 

Así mismo, es de advertir que como contra la resolución EJR24-298 solo 

procedía el recurso de reposición, se tiene que el mismo no es un recurso 

obligatorio (Art. 76 CPACA), por tanto, este extremo simplemente interpuso el 

recurso a fin de evitar el litigio.   

 

VII. TIEMPO DE LA ACCIÓN 

 

El término para la caducidad de la acción de “Nulidad y Restablecimiento 

del Derecho” se contabiliza de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 2º, 

literal d) del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo:  

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 

demanda deberá ser presentada: 

 

(…)  

 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

 

(…)  

 

d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la 

demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses 

contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, 

ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo 

las excepciones establecidas en otras disposiciones legales; (…)” 

(Subrayado fuera del texto).  

 



 

Término que se empieza a contabilizar desde el 09 de noviembre de 2024, 

día posterior a que fuese notificada la RESOLUCION EJR24-1548 del 07 de 

noviembre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición 

contra la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024, corregido por la 

Resolución EJR24-317 del 28 de junio de 2024” por lo anterior, se tenía hasta 

el 09 de marzo de 2025, término que se suspendió con la presentación de la 

conciliación extrajudicial.  

 

 

Respecto al tiempo para reformar la demanda se tiene que este principia a 

contar desde que el despacho efectuó la notificación del auto admisorio de 

la demanda el día 09 de junio de 2025 y va hasta el día 06 de agosto de 2025 

día en el que terminan los 10 días posteriores al vencimiento del traslado de 

la demanda inicial.  

 

 

 

VIII. AGOTAMIENTO DE LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

El día 07 de marzo de 2025, se solicitó conciliación extrajudicial la cual fue 

radicada bajo el numero E-2025-112075. 

 

 

 

 
 

El conocimiento de tal solicitud de conciliación le correspondió al Dr. Rafael 

Eduardo Celis Celis, Procurador 24 Judicial II para la Conciliación 

Administrativa Cúcuta, quien citó a las partes a celebrar audiencia de 

conciliación el día 05 de mayo de 2025 a las 10:00 a.m., la cual fue celebrada 

en esa fecha y hora, sin embargo, no hubo acuerdo conciliatorio, por lo que 

el procurador expidió acta de no conciliación. 

 

 



 

IX. SOLICITUD MEDIDAS CAUTELARES 

 

La solicitud de medidas cautelares a continuación solicitada se hace 

conforme al ultimo inciso del Art. 233 “Cuando la medida haya sido negada, 

podrá solicitarse nuevamente si se han presentado hechos sobrevinientes y 

en virtud de ellos se cumplen las condiciones requeridas para su decreto...” 

Así las cosas, los hechos sobrevinientes  (posteriores a la presentación de la 

demanda) que acá se indican son los hechos quincuagésimo segundo y 

quincuagésimo tercero  toda vez que esto implica que ya mi representada 

presentó la totalidad de  evaluaciones de la Subfase Especializada conforme 

el CRONOGRAMA del concurso, y por tanto tiene una expectativa legitima 

de avanzar hasta el punto de ser incluida en la lista de elegibles.  

 

El artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 establece que el Juez o el Magistrado 

ponente podrá decretar las medidas cautelares que considere necesarias 

para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia, en todos los procesos declarativos que se 

adelanten ante esta jurisdicción, y el artículo 230 dispone que existen 

medidas cautelares de carácter preventivas, conservativas, anticipativas o 

de suspensión. 

 

El artículo 231 ibidem señala que la suspensión provisional de los efectos de 

un acto administrativo procederá por violación de las disposiciones 

invocadas en la demanda cuando tal violación surja del análisis del acto 

demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 

violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud, así mismo, el 

artículo 232 establece que no se requerirá de caución cuando se trate de la 

suspensión provisional de los efectos de los actos administrativo. 

 

Sobre la figura de la medida cautelar establecida en la Ley 1437 de 2011 ha 

sido pacífica la jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de advertir 

que para decretar la misma no se requiere la verificación de una manifiesta 

o flagrante infracción de una de las disposiciones invocadas, como lo exigía 

el antiguo Decreto 01 de 1984, pues la Ley 1437 de 2011 es clara en exigir la 

demostración de: I.- La simple violación de las disposiciones invocadas y II.- 

Que dicha violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Sobre el particular se 

pronunció el Honorable Consejo de Estado en providencia del 29 de marzo 

de 2016, radicación No 11001-03-26-000-2015-00126-01(54850). 

 

Teniendo en cuenta el marco legal y jurisprudencial del procedimiento para 

solicitar y obtener la declaratoria de medidas cautelares, de conformidad 



 

con lo establecido en los numerales 2º, 3º, 4º y 5º del artículo 230 de la Ley 

1437 de 2011 solicito se decreten las siguientes medidas cautelares: 

 

1. Suspender provisionalmente el puntaje asignado al mí poderdante en 

los actos administrativos acá demandados (Numeral 3º artículo 230 de 

la Ley 1437 de 2011). 

 

2. Ordenar a la Nación Rama Judicial Escuela Judicial Rodrigo Lara 

Bonilla y a la UNIÓN TEMPORAL FORMACIÓN JUDICIAL 2019 que de 

manera inmediata proceda a recalificar el examen de ANGELIQUE 

PAOLA PERNETT AMADOR asignándole un puntaje de 821,25 puntos 

para la prueba de la subfase general del Curso de Formación Judicial 

con base en las preguntas que deben ser puntuadas como aciertos 

del discente, o en su defecto los 10 puntos restantes para estar sobre 

los 800 puntos, de manera que permita a mi prohijada ser incluida de 

manera provisional en la lista de elegibles (Numeral 4º artículo 230 de 

la Ley 1437 de 2011). 

 

3. Ordenar la inmediata reincorporación de ANGELIQUE PAOLA PERNETT 

AMADOR al IX Curso de Formación Judicial que se adelanta para la 

convocatoria No 27 por la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 

(Numeral 4º artículo 230 de la Ley 1437 de 2011) esto en caso de haber 

sido excluida al momento en que se decida sobre este apartado. 

 

4. Ordenar a la Rama Judicial, a través de la Escuela Judicial Rodrigo Lara 

Bonilla, y a la UNIÓN TEMPORAL FORMACIÓN JUDICIAL 2019, que 

ejecuten todas las medidas administrativas y presupuestales necesarias 

para garantizar que la señora ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR  

pueda seguir cursando la SUBFASE ESPECIALIZADA y en consecuencia 

hacer parte de la lista de elegibles una vez superada dicha subfase en 

su totalidad. 

5. En caso de que al momento de que se decida la presente medida 

cautelar haya finalizado alguna subfase y que mi representada haya 

sido excluida de la misma debido a los actos administrativos acá 

demandados, solicito que se tomen todas las medidas para que la 

señora ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR sea incluida en las listas 

de elegibles conforme al cargo al cual se presentó, esto es Juez 

Municipal de Pequeñas Causas Laborales.  

 

6. Ordenar la suspensión de la expedición y publicación de la Resolución 

que debe establecer las notas definitivas del IX Curso de Formación 

Judicial Inicial hasta que quede en firme el acto administrativo con las 

notas finales de la Subfase Especializada del IX Curso de Formación 



 

Judicial Inicial del señor ANGELIQUE PAOLA PERNETT AMADOR. 

(Numeral 5º artículo 230 de la Ley 1437 de 2011). 

 

SUBSIDIARIA:  

- Ordenar que a mi prohijada provisionalmente se le otorgue un 

puntaje de 800 puntos en la evaluación de subfase general a fin de 

que su estadía en la subfase especializada y demás etapas del 

concurso como la inclusión en la lista de eligibles no se vea 

afectada por la falta de una decisión de fondo, situación que se 

puede ver extendida en el tiempo.  

 

FUNDAMENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 

Respetado Juez, en el sub lite se reúnen los requisitos establecidos en los 

artículos 229 y siguientes de la Ley 1437 de 2011, para que procedan las 

medidas cautelares solicitadas, toda vez que los actos administrativos 

acusados se profirieron con violación a disposiciones superiores (Apariencia 

de buen derecho), e igualmente, se tiene acreditado el peligro que 

representa para la decisión de fondo el no adoptar las medidas acá 

demandadas, toda vez que si se le impide a mi poderdante comenzar la fase 

especializada se estarían materializando los efectos vulneratorios de una 

evaluación que desconoció las normas que le servían de fundamento, así 

como los criterios de calidad de que deben manejarse en este tipo de 

concursos.  (Perjuicio de la mora). 

 

• APARIENCIA DE BUEN DERECHO. 

 

Con el fin de acreditar la apariencia del buen derecho, respetuosamente 

solicito que se acuda al capítulo de concepto de violación de la presente 

demanda, con lo cual podrá verificarse que las Resoluciones No. EJR24-298 

del 21 de junio de 2024 “Por medio de la cual se publican los resultados de la 

subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial” y la No. EJR24-1548 

del 07 de noviembre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un recurso de 

reposición contra la Resolución EJR24- 298 del 21 de junio de 2024, corregida 

por la Resolución EJR24-317 del 28 de junio de 2024” expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura – Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” son a todas 

luces contrarias a las normas que deberían fundarse, violan principios 

constitucionales y sobre todo el de confianza legitima, tienen falsa 

motivación y vulneran el debido proceso.  

 

De igual manera, la apariencia de buen derecho que se pretende demostrar 

en esta sustentación, también se encuentra fundamentada en el hecho que 

como en el presente tramite se acusa a las entidades demandadas de haber 

calificado la evaluación referida a partir de preguntas que usaba textos, 



 

escritos y/o contextos por fuera de las lecturas que se establecieron como 

obligatorias en el syllabus, siendo entonces suficiente su señoría remitirse al 

propio syllabus para así determinar que efectivamente las preguntas que en 

el presente escrito se enlistaron fueron realizadas la manera que se acusa, es 

decir usando material que no estaba previsto como obligatorio violando 

entonces la confianza legitima de mi prohijada respecto de las reglas que se 

establecieron desde un principio.  

 

De igual manera, la apariencia de buen derecho que se pretende demostrar 

en la presente sustentación se encuentra debidamente respaldada por el 

hecho de que, en el trámite actual, se acusa a las entidades demandadas 

de haber evaluado a mi poderdante utilizando preguntas con múltiples 

falencias en su estructuración y demostrado mediante el dictamen pericial, 

generando cargas adicionales que no debía soportar mi representada, 

debiéndose realizar la consecuente invalidación de los ítems acá reseñados 

y posteriormente debía sumarse el punto de cada uno de estas preguntas a 

favor de mi representada, tal y como lo hizo la entidad demandada, por no 

cumplir con los criterios de calidad y suficiencia.   

 

Tal proceder contrario al mismo criterio adoptado por la entidad 

demandada respecto a invalidar los ítems con múltiples falencias 

estructurales conforme la resolución Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio 

de 2024  y confirmado con la asignación del puntaje de dichos ítems en la 

resolución EJR24-1548 del 07 de noviembre de 2024, lo que implica una clara 

violación de la confianza legítima de mi prohijada, quien se vio afectada por 

el incumplimiento de las reglas que fueron establecidas desde el inicio del 

curso y por la ausencia de cuidado por parte de la pasiva a la hora de 

elaborar las evaluaciones tendientes a calificar los saberes de los próximos 

jueces y magistrados de la república. 

 

Por otro lado, su señoría, es necesario resaltar que, si bien en el presente 

trámite se solicita la recalificación de la evaluación practicada a mi 

prohijada debido a los 27,5 puntos que, conforme a los hechos de la 

demanda y al concepto de la violación consideramos debieron serle 

asignados, lo cierto es que la diferencia entre el puntaje obtenido y el mínimo 

exigido para superar la subfase general del concurso resulta sustancialmente 

reducida. Mi representada obtuvo un total de 790 puntos, requiriendo 800 

para aprobar dicha etapa, lo que representa una diferencia de apenas 10 

puntos. 

 

Esta cercanía con el umbral de aprobación, aunada a los serios 

cuestionamientos planteados respecto de la formulación de las preguntas, 

la validez de las respuestas oficialmente aceptadas y los errores evidenciados 



 

en el proceso de evaluación conforme el dictamen pericial pone en 

evidencia una sólida apariencia de buen derecho en favor de mi representa. 

Tales irregularidades no solo comprometen la objetividad del examen, sino 

que inciden de manera directa en el resultado alcanzado, siendo razonable 

concluir que una valoración adecuada, objetiva y técnica de los aspectos 

cuestionados podría modificar sustancialmente la situación jurídica de mi 

representada. 

 

Por lo tanto, y dada la escasa diferencia entre el puntaje obtenido y el 

exigido, se hace patente la necesidad de decretar la medida cautelar 

solicitada, a fin de evitar un perjuicio irreparable y de garantizar la eficacia 

de la decisión de fondo. 

 

De igual forma es de recalcar, que, tanto en el fallo de primera como en 

segunda instancia de la acción de tutela presentada por mi prohijada contra 

las demandadas, se ha concedido la medida provisional, ello en atención a 

buena parte de los argumentos acá reseñados, quedando de esta manera 

en ambas instancias respectivamente: 

 

 



 

 

Por otro lado, el mismo perito en el dictamen elaborado, en sus dos últimos 

capítulos (7. CONCLUSIONES Y 8. DISCUSIÓN) trae a colación una serie de 

conclusiones, que deberán ser analizadas por el despacho, en conjunto por 

supuesto con el dictamen, sin embargo, por ser conclusiones resulta mucho 

más practico y conciso traer a colación lo determinado por el profesional 

con una síntesis hecha por el mismo y lo pudo encontrar en su estudio. 

 

 



 

 

 

• PERJUICIO EN LA MORA. 

 

Ahora bien, en lo que respecta al perjuicio de la mora, debo señalar que no 

decretarse las medidas cautelares para lograr la reincorporación de mi 

prohijada al curso de formación judicial, implicaría hacer nugatorios los 

efectos de una sentencia favorable, toda vez que conforme al cronograma 

del curso de formación judicial, para el 22 de diciembre de la presente 

anualidad se publicará la Resolución con las notas definitivas del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial, lo que implica que para esa fecha a mí represento 

se le deben decretar todas las medidas necesarias para lograr que curse la 

subfase especializada del proceso de formación judicial, sea evaluada, 

tenga la oportunidad de obtener la exhibición de su evaluación y finalmente 

obtenga la nota definitiva de su curso de formación judicial, esto, en vista de 

ser un requisito necesario para ocupar un cargo de funcionario judicial de 

carrera en la Rama Judicial, conforme lo establecido en el artículo 160 de la 

Ley 270 de 1993. 

 



 

De no decretarse la medida, se afectaría a la demandante en su 

expectativa legítima de postularse para el cargo al que concursó, y sobre el 

cual aprobó la prueba de conocimientos, e igualmente, la pondría en 

inferioridad de condiciones frente a las personas que aprobaron la fase 

general del curso de formación judicial, toda vez que estas tendrían la 

oportunidad de hacer parte del registro nacional del elegibles mientras que 

mí representada tendría que esperar varios años a la espera de una 

sentencia en firme con el riesgo latente de perder la oportunidad de optar 

por los cargos que actualmente se encuentran vacantes. 

 

Ahora bien, un aspecto de vital trascendencia para corroborar el perjuicio 

de la mora se advierte con la fecha del plazo de ejecución del contrato No 

221 de 201957,celebrado entre la Rama Judicial y la Unión Temporal cuyo 

objeto es “Realizar el diseño, estructuración académica y desarrollo en 

modalidad virtual y presencial del IX curso de formación judicial inicial para 

los aspirantes a magistrados y jueces de la república de todas las 

especialidades y jurisdicciones de conformidad a los lineamientos y 

metodología establecidos por la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” el 

cual expira el 31 de diciembre de 2025, tal como se advierte del siguiente 

pantallazo del Secos: 

 

 
 

 

Lo anterior demuestra la urgencia de decretar la medida cautelar, toda vez 

que se torna necesario que mi prohijada pueda desarrollar el curso de 

formación judicial contratado por la Rama Judicial con la Unión Temporal 



 

Formación Judicial 2019, antes de la expiración del plazo contractual, pues 

de acuerdo con la necesidad planteada en los estudios previos del proceso, 

la Escuela Judicial debió contratar el servicio de formación, con el fin de 

contar con las herramientas tecnológicas para brindar el proceso formativo 

y de evaluación de los discentes, sobre el particular, los estudios previos en 

su página 9 señalaron: 

 

“A su vez, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” tiene como propósito a 

través del uso de las herramientas tecnológicas, brindar elementos formativos 

y evaluativos a los participantes para que mejoren la construcción del 

conocimiento y demuestren habilidades y competencias necesarias para el 

desempeño de su función judicial, de cara a los avances informáticos que se 

han implementado en la operación judicial tales como expedientes digitales, 

audiencias virtuales, entre otros. 

 

Para el logro de estos objetivos, el Consejo Superior de la Judicatura se ha 

comprometido de manera integral y decidida, a través del mejoramiento del 

talento humano, jurídico y técnico, en la conformación de un equipo de 

trabajo académico multidisciplinario, cuya acción provea a los aspirantes de 

las mejores posibilidades de aprendizaje y que le permita a la Entidad la 

escogencia objetiva y adecuada de los mejores aspirantes que demuestren 

las competencias idóneas para desarrollar la gestión judicial. En ese sentido, 

se requiere de apoyo técnico especializado para diseñar y estructurar el 

currículo del IX curso de formación Judicial Inicial para que sea 

operacionalizado a través de una plataforma virtual de aprendizaje, y apoyar 

en la gestión de los procesos académicos presenciales para orientar y 

coadyuvar a los formadores de la Escuela Judicial en el diseño y formulación 

de las didácticas y evaluaciones que se requieran aplicar en las mesas 

presenciales de conformidad con el Modelo Pedagógico de la Escuela 

Judicial”. 

 

Como se puede apreciar su señoría, existe urgencia para que mi prohijada 

pueda obtener el curso de formación contratado por la Rama Judicial, el 

cual tiene como plazo de ejecución contractual hasta el 31 de diciembre de 

la presente anualidad, lo cual coincide con la fecha señalada para la 

publicación de la Resolución con las notas definitivas del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial (22 de diciembre de 2025), motivo por el cual 

solicito se decreten las medidas para evitar hacer nugatorio el fallo favorable 

definitivo. 

 

Honorable Juez, el artículo 229 de la ley 1437 de 2011 dispone que usted se 

encuentra facultado para decretar, en providencia motivada, las medidas 

cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, 



 

provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, y 

que la decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 

 

En el sub lite, se reitera, se torna necesario adoptar desde el inicio del proceso 

medidas cautelares con el fin de proteger y garantizar provisionalmente el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, ya que de conformidad 

con el documento RESULTADOS DEL ESTUDIO DE TIEMPOS PROCESALES del 

Consejo Superior de la Judicatura, el promedio de duración de una primera 

instancia en la Jurisdicción Contencioso Administrativa es de 354,2 días, 

mientras que la segunda instancia dura aproximadamente 268,5 días 

corrientes para un total de 622,7 días, lo que nos permite concluir que para 

el momento en que se expida la sentencia ejecutoriada el proceso formativo 

ya estaría agotado con creces, adicional a lo anterior, también se habrían 

ocupado varias vacantes de las que actualmente se encuentran disponibles 

para quienes aprobaron la prueba de conocimientos del concurso, lo cual 

significaría una flagrante violación al derecho a la igualdad de mi 

representada. (dicho estudio se puede visualizar en el presente enlace 

Microsoft Word – TOMO I TIEMPOS PROCESALES_18122015)  

 

 

La urgencia de la medida también se advierte en la necesidad de proteger 

el patrimonio público, toda vez que, de dejarse expirar el plazo contractual, 

sin que la Unión Temporal adecue las falencias presentadas en el proceso de 

evaluación, significaría dejar de perciba los dineros del contrato, a pesar del 

evidente incumplimiento de sus obligaciones contractuales. 

 

Por otra parte, es de advertir que, en el evento en que mi representada 

apruebe la subfase especializada, tendría asegurado su derecho a figurar en 

la lista de elegibles. No obstante, si no se decreta la medida cautelar 

solicitada en esta oportunidad y eventualmente se profiere una decisión de 

fondo favorable a los intereses de esta parte, dicha sentencia carecería de 

efectiva, debido a la mora judicial. Esto, en la medida en que, para ese 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/1545778/8829673/TOMO+I+TIEMPOS+PROCESALES_18122015.pdf/2da294fd-3ef6-4820-b9e0-7a892b1bdbf0


 

entonces, la lista de elegibles ya estaría conformada y, posiblemente, las 

vacantes definitivas habrían sido provistas con base en dicha lista, lo que 

dejaría a mi representada en una situación de indefensión y privación de su 

derecho a acceder a un empleo de carrera en la Rama Judicial. 

 

Si bien el Tribunal Administrativo de Norte de Santander, mediante fallo de 

tutela de fecha 6 de febrero de 2025, ordenó una medida cautelar que 

permitió la inclusión de mi prohijada en la subfase especializada, dicha 

decisión NO garantiza su permanencia ni continuidad en las siguientes 

etapas del concurso, ni mucho menos su eventual inclusión en la lista de 

elegibles, conforme al calendario fijado por la entidad convocante. Por ello, 

resulta imperioso adoptar la medida cautelar aquí solicitada, a efectos de 

preservar de manera integral los derechos fundamentales invocados. 

 
 

 

Así mismo, estaría en desventaja frente a los demás discentes toda vez que 

su nota en la subfase general de momento es “reprobado” por lo que sus 



 

notas finales también se verían afectadas, generando todo tipo de 

inconvenientes e imponiendo talanqueras insuperables para mi 

representada.  

 

 

• PROPORCIONALIDAD DE LA MEDIDA POR AUSENCIA DE AFECTACIÓN 

FISCAL. 

 

La medida no es desproporcionada, toda vez que existe una apariencia de 

buen derecho, la Escuela ha vulnerado sistemáticamente los derechos 

fundamentales de los discentes y es la única forma de evitar un perjuicio 

irremediable a la suscrita. 

 

Además, la medida pedida no resulta onerosa para la autoridad accionada, 

dado que ya tiene contratada la subfase especializada para la totalidad de 

los dicentes que iniciamos la subfase general; es decir, para incluirme 

provisionalmente en la subfase especializada, la accionada no tiene que 

realizar una contratación diferente a la existente ni un desembolso o 

afectación presupuestal distinto a lo ya previsto. 

 

Prueba de ello es el documento contractual de las obligaciones entre la EJLB 

y la UT encargada de desarrollar el IX Curso en el que se establece la 

siguiente obligación en concreto a cargo de la UT. 

 



 

 

 

 

Advierto que quienes pasaron el examen de conocimiento fueron 

aproximadamente 3.800 de 43.000 concursantes de esos 3.800 

aproximadamente 3010 se inscribieron en el IX curso, si la contratación está 

obligada a 3459 beneficiarios y en la actualidad son beneficiarios del IX Curso 

entre 1500 y 2000 concursantes, se puede concluir que la inclusión transitoria 

de mi prohijada en la subfase especializada y en general de todas las demás 

etapas que se surtan en el IX curso NO afecta fiscalmente a la entidad. 

 

 

 

 

 



 

X. COMPETENCIA 

 

Conforme el auto del 14 de mayo de 2025, el Tribunal Administrativo de Norte 

de Santander ya determinó que le correspondía la competencia a los  

Juzgados Administrativos de Cúcuta conforme al Art. 155 del CPACA en su 

numeral 2°:  

“Así las cosas, para el Despacho en el presente asunto se debe dar 

aplicabilidad a lo consagrado en el numeral segundo del artículo 155 del 

C.P.A.C.A., modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 de 2021, el cual indica 

que los Juzgados Administrativos conocerán en primera instancia de los 

siguientes asuntos:  

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA 

INSTANCIA. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de 

los siguientes asuntos: 

(…)  

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral que 

no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 

administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía. (…)” 

 

Así las cosas, su honorable despacho debe conservar la competencia toda 

vez que la misma ya fue determinada por el superior jerárquico.  

 

 

 

XI. CUANTÍA 

 

Bajo la gravedad de juramento nos permitimos indicar que la presente 

acción carece de cuantía.  

 

 

 

XII. REFORMA DE LA DEMANDA OPORTUNIDAD Y REQUISITOS. 

Artículo 173 CPAPCA. Reforma de la demanda 

El demandante podrá adicionar, aclarar o modificar la demanda, por 

una sola vez, conforme a las siguientes reglas: 

 

1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) 

días siguientes al traslado de la demanda. De la admisión de la reforma 

se correrá traslado mediante notificación por estado y por la mitad del 

término inicial. Sin embargo, si se llama a nuevas personas al proceso, 

de la admisión de la demanda y de su reforma se les notificará 



 

personalmente y se les correrá traslado por el término inicial. 

 

2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las 

pretensiones, los hechos en que estas se fundamentan o a las pruebas. 

 

3. No podrá sustituirse la totalidad de las personas demandantes o 

demandadas ni todas las pretensiones de la demanda. Frente a 

nuevas pretensiones deberán cumplirse los requisitos de 

procedibilidad. 

 

La reforma podrá integrarse en un solo documento con la demanda 

inicial. Igualmente, el juez podrá disponer que el demandante la 

integre en un soto documento con la demanda inicial. 

 

Al respecto, se tiene que la demanda fue notificada por el despacho el día 

09 de junio de 2025: 

 

Por lo anterior y teniéndose en cuenta lo dispuesto en el inciso 4° del Art. 199 

del CPACA que indica: “El traslado o los términos que conceda el auto 

notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles 

siguientes al del envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr 

a partir del día siguiente.” Por lo que en principio el termino de traslado 

empieza a correr el día 12 de junio de 2025, y teniéndose en cuenta que el 

termino de traslado de la demanda son 30 días hábiles por lo que dicho 

termino se cumplía el viernes 25 de julio de 2025, no obstante, como el 

termino de reforma de la demanda se extiende por 10 días hábiles vencido 

el termino de traslado, este extremo procesal contaba para presentar la 

reforma hasta el día 11 de agosto de 2025, estándose dentro del término 

indicado. 



 

La reforma de la demanda se hace casi que de manera forzosa por cuanto 

la entidad demandada solo hasta después de la presentación de la 

demanda, y notificación del auto admisorio de la misma fue que expidió los 

actos administrativos que resuelven los recursos presentados, entendiéndose 

que este extremo había optado por el silencio administrativo negativo y por 

ende la configuración de un acto administrativo ficto derivado de este, así 

mismo la entidad demandada pagó de forma deficitaria lo que acá se 

pretende, debiéndose hacer claridad respecto a esa situación.  

ELEMENTOS REFORMADOS EN LA DEMANDA: 

1. Se realiza una nueva solicitud de medida cautelar con base a hechos 

sobrevinientes que figuran en los hechos quincuagésimo segundo y 

quincuagésimo tercero.  

2. Se reformaron los siguientes hechos:  DECIMO SEPTIMO y VIGESIMO 

SEGUNDO al QUINCUAGESIMO TERCERO) los cuales fueron 

modificados en virtud del dictamen aportado.  

3. Se modificaron las pretensiones tercera y quinta. 

4. Se incluye la siguiente pruebas:  

- EL DICTAMEN RENDIDO POR EL PERITO DR. PAUL WILLIAM CIFUENTES 

VELÁSQUEZ, DONDE ANALIZA LOS ÍTEMS AQUÍ ACUSADOS, 

DENOMINADO “DICTAMEN DE RECALIFICACIÓN INDIVIDUAL PARA 

DISCENTE EVALUADO/A EN LA SUBFASE GENERAL DEL IX CURSO DE 

FORMACIÓN JUDICIAL (55233477)” 

 

REFORMA RESPECTO DE LOS FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Respecto del concepto de violación y los fundamentos del derecho se 

reforman los mismos, esto teniendo en cuenta que, si bien el numeral 2 del 

artículo 173 del CPACA contempla que, la reforma de la demanda “podrá 

referirse a las partes, las pretensiones, los hechos en que estas se 

fundamentan o las pruebas”, aspecto que, en una interpretación restrictiva 

o literal de la norma, impediría formular una reforma en tanto a los 

fundamentos de derecho y concepto de violación de la demanda. 

 

No obstante, dicho precepto normativo fue objeto de análisis e 

interpretación por parte del Consejo de Estado, colegiatura que, en lo que 

respecta a la posibilidad de adicionar o reformar el acápite de fundamentos 

de derecho y concepto de violación, expuso4: 

 

 
4 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Consejero ponente: Jaime Enrique Rodríguez Navas, 14 de 

enero de 2020, Radicación número: 11001-03-26-000-2017-00078-00 (59379) 



 

“Por su parte, esta Corporación ha entendido que la lista contenida en la 

disposición normativa en cita es meramente enunciativa, al utilizar la expresión 

“podrá”, pues, de lo contrario, el legislador habría empleado una fórmula similar a 

aquella prevista en el artículo 93 del CGP, en el que se establece que “solamente 

se considerará que existe reforma de la demanda cuando haya alteración de las 

partes en el proceso, o de las pretensiones o de los hechos en que ellas se 

fundamenten, o se pidan o alleguen nuevas pruebas”. Por lo tanto, el artículo 173 

del CPACA no prohíbe, en la reforma de la demanda de procesos adelantados 

ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, la adición de fundamentos 

de derechos o del concepto de violación. 
 

Además, el Consejo de Estado ha denotado que la anterior afirmación cobra 

mayor relevancia en razón a que “la posibilidad de modificar las pretensiones 

también supone la habilitación para modificar sus fundamentos jurídicos”. Esto, en 

consideración a que, de limitarse la posibilidad de modificar los fundamentos 

jurídicos de la demanda, el juez podría encontrarse ante pretensiones sin sustento 

jurídico.  
 

Finalmente, se ha establecido que la reforma de la demanda es procedente 

siempre y cuando cumpla con los presupuestos procesales previstos en la ley y las 

modificaciones introducidas a la demanda no impliquen una sustitución total frente 

a los extremos de controversia ni de las pretensiones. 
 

(…) 
 

Además, las adiciones objeto de impugnación, relativas a los fundamentos de 

derecho y el concepto de violación atribuido a la demandada, aun cuando se 

tratan de consideraciones de carácter jurídico, no implican una sustitución total de 

la demanda originaria” (Destacadas propias) 

 

Tal y como lo analizó el órgano de cierre, aunque el artículo 173 del CPACA 

expresamente indica que la reforma de la demanda podrá modificar 

hechos, pretensiones, partes o pruebas; lo cierto es que, su tenor literal no 

impide que se modifiquen los fundamentos de derecho que sustentan las 

pretensiones, en el entendido que: (i) no genera una sustitución total de la 

demanda inicial, (ii) el texto normativo no contiene una prohibición expresa 

o restrictiva en contraste con lo propiamente contemplado en el CGP frente 

a la reforma, y (iii) la posibilidad de reformar las pretensiones, de manera 

directa, repercute en la necesidad de que se modifiquen los fundamentos 

jurídicos que las sustentan. 

 

En tal virtud y teniendo en cuenta que bajo la reforma aquí presentada se 

modifican aspectos relacionados con los fundamentos de derecho y el 

concepto de violación de los actos demandados, es dable concluir, que 

dicho acto procesal resulta ajustado a derecho. 

 

 

 

 

 



 

XIII. PRUEBAS  

 

Solicito decretar las siguientes pruebas:  

 

LAS PRUEBAS DOCUMENTALES Y ANEXOS SE PUEDEN VERIFICAR EN EL 

SIGUIENTE ENLACE DE GOOGLE DRIVE TODA VEZ QUE LOS DOCUMENTOS SON 

MUY PESADOS:  

 

https://drive.google.com/drive/folders/1dLNw-

ahmKdK2u7cH_EzGK87Eqctai5ww?usp=sharing 
 

1. RESOLUCION EJR23-349 del 09 de octubre de 2023 “Por medio de la 

cual se conforma y publica la lista de discentes admitidos para 

participar en el IX Curso de Formación Judicial Inicial, en cumplimiento 

del Acuerdo PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018 y Acuerdo 

PCSJA19-11400 del 19 de septiembre de 2019”.  

 

2. Cronograma Convocatoria 17 Fase III Etapa de selección IX Curso de 

Formación Judicial Inicial (extraído de [CODE])  

 

3. Syllabus del IX CURSO DE FORMACION JUDICIAL INICIAL.  

 

4. Acuerdo PCSJA19-11400 del 19 de septiembre de 2019- Acuerdo 

Pedagógico del IX Curso de formación Judicial Inicial.  

 

5. Evaluación presentada por mi prohijada en la Subfase General el día 

19 de mayo de 2024 en la mañana. 

 

6. Evaluación Presentada por mi prohijada en la Subfase General el día 

19 de mayo de 2024 en la tarde. 

 

7. Evaluación Presentada por mi prohijada en la Subfase General el día 

02 de junio de 2024 en la mañana. 

 

8. Evaluación Presentada por mi prohijada en la Subfase General el día 

02 de junio de 2024 en la tarde.  

 

9. Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024 “Por medio de la cual 

se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial”  

 

10. Anexo de la Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024. 

 

11. Constancia de fijación y/o publicación Resolución No. EJR24-298.  

https://drive.google.com/drive/folders/1dLNw-ahmKdK2u7cH_EzGK87Eqctai5ww?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/1dLNw-ahmKdK2u7cH_EzGK87Eqctai5ww?usp=sharing
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/CRONOGRAMAIX/Cronograma%20IXCFJI%20septiembre%203%20de%202024.pdf


 

 

12. Resolución EJR24-317 “Por medio de la cual se corrige un error formal 

en la resolución EJR24-298del 21 de junio de 2024, por medio de la cual 

se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial”  

 

13. Constancia de publicación de la resolución EJR24-317.  

 

14. Recurso de Reposición Contra la resolución EJR24-298 del 21 de junio 

de 2024. 

 

15. Resolución EJR24-1548 del 07 de noviembre de 2024 “Por medio de la 

cual se resuelve un recurso de reposición contra la Resolución EJR24-

298 del 21 de junio de 2024, corregido por la Resolución EJR24-317 del 

28 de junio de 2024”.  

 

16. Constancia de notificación de la Resolución EJR24-1548 el día 08 de 

noviembre de 2024 a las 9:00 p.m.  

 

17. Escrito de Tutela contra las hoy demandadas. 

 

18. Fallo de Tutela Primera Instancia Radicado 54001333300220240034100 

Juzgado Segundo Administrativo Oral de Cúcuta. 

 

19. Fallo de Tutela de Tutela de Segunda Instancia Tribunal Administrativo 

de Norte de Santander.  

 

20. Oficio EJO24-1192 Bogotá, D. C., 14 de agosto de 2024, dirigida al 

Discente Alberto Quintana 

 

21. Documento Maestro IX Curso de Formación Judicial.  

 

22. Modelo Pedagógico 2020 ESCUJUD LARA BONILLA.  

 

23. Video Webinar realizado por la Escuela Judicial en su módulo de 

Justicia Transicional y Justicia Restaurativa el día 29 de abril de 2024, la 

Doctora Rafaela Sayas afirmó en el Minuto 52:30 y S.S que en las 

evaluaciones no se realizaría ninguna pregunta por fuera de las 

lecturas obligatorias. 

 

24. Proceso de Contratación CM 10 DE 2019 celebrado entre la Rama 

Judicial y la UT FORMACIÓN JUDICIAL 2019.  

 

25. Condiciones Contractuales del proceso de contratación CM 10 DE 

2019.  

 



 

26. Escrito del Dictamen Pericial Elaborado por el Dr. Paul William Cifuentes 

Velásquez (sin perjuicio de la solicitud de decreto como dictamen 

pericial). 

 

 

➢  DICTAMEN PERICIAL: 

De conformidad con el Art. 226 del C.G.P y los  Artículos 218 al 219 del 

C.P.A.CA me permito hacer la siguiente solicitud probatoria: 

 

▪ DECRÉTESE COMO DICTAMEN O PRUEBA PERICIAL, EL DICTAMEN 

RENDIDO POR EL PERITO DR. PAUL WILLIAM CIFUENTES VELÁSQUEZ, 

DONDE ANALIZA LOS ÍTEMS AQUÍ ACUSADOS, DENOMINADO 

“DICTAMEN DE RECALIFICACIÓN INDIVIDUAL PARA DISCENTE 

EVALUADO/A EN LA SUBFASE GENERAL DEL IX CURSO DE FORMACIÓN 

JUDICIAL (55233477)” 

 

 

➢ PRUEBAS EN PODER DE LAS DEMANDADAS Y QUE DEBEN SER APORTADAS POR 

LAS MISMAS, O EN SU DEFECTO SE SOLICITA MUY RESPETUOSAMENTE QUE SU 

HONORABLE DESPACHO LO DECRETE DE OFICIO: 

 

• QUE LAS ENTIDADES DEMANDANDAS REMITAN EL INFORME DEL ANALISIS 

PSICOMETRICO EXPEDIDO EN EL MARCO DEL PROCESO DE 

CALIFICACIÓN DE LA EVALUACIÓN DE LA SUBFASE GENERAL, 

ENTREGADO EL 21 DE JUNIO DE 2024 POR LA U.T. TEMPORAL DE 

FORMACIÓN JUDICIAL 2019, DONDE SE DETERMINÓ QUE LAS 

PREGUNTAS P35, P50, P143, P295 y la P275 NO CUMPLÍAN CON LOS 

ESTANDARES. 

 

La anterior solicitud probatoria se hace en el marco de la carga dinámica 

de la prueba, estando en mejor posición la entidad demandada para 

allegar la documental solicitada, de igual forma es de vital importancia 

para la resolución del presente tramite determinar el análisis que se hizo 

respecto de esos ítems a fin de determinar cual es el criterio adoptado por 

la entidad demandada para invalidar ítems.  

XIV. ANEXOS 

 

Me permito anexar a la presente solicitud:  

 

Los documentos relacionados en el acápite de pruebas y los siguientes:   

a) Poder otorgado por mi prohijada a través de correo electrónico el día 

07 de marzo de 2025.  

b) ESCRITO DE SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL. 



 

c) PRUEBA DE RADICACIÓN DE SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

d) GMAIL DONDE REMITEN ACTA Y CONSTANCIA DE NO CONCILIACIÓN. 

e) ACTA DE NO CONCILIACIÓN. 

f) CONSTANCIA DE NO CONCILIACIÓN.  

 

 

XV. GRAVEDAD DE JURAMENTO 

 

Bajo juramento, manifiesto que no se ha presentado demanda basada en 

los mismos hechos y pretensiones acá contenidos. 

 

 

 

XVI. NOTIFICACIONES 

 

Calle 7 N° 5E-52 Barrio Sayago, Cúcuta, correo electrónico 

orozcocarolina.abogada@gmail.com , tel. 607 5488435, cel. 3152961402 

 

DEMANDANDOS:info@cendoj.ramajudicial.gov.co,desajbtanotif@cendoj.ra

majudicial.gov.co, dsajcucnotif@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

 

 

 

ANGIE CAROLINA OROZCO PATIÑO 

C.C. N° 1.090.178.682 de Chinácota 

T.P. N° 369.104 del C.S.J. 
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